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Comisión de asuntos constitucionales

- En Buenos Aires, en el Salón Presidente Perón de la Legislatura de la Ciudad Autónoma, a veintisiete días de junio de 2006, a la hora 17 y 18:

Iniciación 

Sra. Locutora.- Buenas tardes. 


La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires les da la bienvenida al Salón Presidente Perón, para dar comienzo a estas “Jornadas sobre Acción de Amparo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”.

Estas jornadas fueron organizadas en conjunto por la Comisión de Asuntos Constitucionales y por la Comisión de Justicia de esta casa Legislatura, y por la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Preside este acto el señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, diputado doctor Enrique Olivera. Lo acompaña la señora presidenta de la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, doctora Mabel Daniele.


Se encuentran presentes autoridades del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, autoridades de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, funcionarios del Poder Judicial, señoras y señores.


Para darles la bienvenida oficial, vamos a escuchar en primer término las palabras del señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, diputado doctor Enrique Olivera.

Apertura de las Jornadas sobre Acción de Amparo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Sr. Olivera.- Buenas tardes.


En nombre de la Comisión de Asuntos Constitucionales de esta Legislatura, quiero darles a todos la más cálida y cordial bienvenida. Quiero agradecerles su presencia, que es por demás calificada. Encuentro en esta sala lo más granado de los constitucionalistas y administrativistas de la Ciudad de Buenos Aires, lo que no es poco decir.


El tema que nos convoca es la acción de amparo en la Ciudad de Buenos Aires. Acción de amparo que, como todos sabemos, es la tutela judicial por excelencia a los derechos constitucionales.


Permítanme decirles que la legislación sobre amparo en el país y en la ciudad reviste características singulares y, más aun, paradojales. Por de pronto, la norma nacional en la materia es la Ley 16.986. Han pasado muchos años desde que, paradojalmente, un gobierno militar que había interrumpido el curso normal de las instituciones de la República sancionó esta ley. Y como no podía ser de otra manera, esta ley tiene un carácter restrictivo, en cuanto a la viabilidad de esta acción de amparo. 
Todos ustedes conocen mucho mejor que yo los requisitos de admisibilidad que impone esta ley, tanto en cuanto al plazo como a la necesidad de agotar las vías administrativas.


Luego sobrevino la Reforma Constitucional de 1994. Indudablemente, esta reforma –que le dio rango constitucional a esta acción de origen pretoriano– produjo modificaciones en los hechos y en el derecho respecto de la Ley 16.986. Pero lo que está claro es que esta ley permanece todavía vigente y que, supletoriamente, se aplica en la Ciudad de Buenos Aires. Se trata de una ley restrictiva de la admisibilidad del amparo y, por otra parte, ha nacido en un gobierno que interrumpió la vigencia del Estado constitucional en nuestro país.


Hay otra paradoja respecto de la legislación de amparo relativa a nuestra Ciudad. El Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad –que regula la acción de amparo– es un artículo más garantista, en términos de los derechos constitucionales, que la propia Constitución Nacional. Ustedes saben que no se exige agotar las vías administrativas; no supedita las formas procesales que puedan poner en riesgo la operatoria y, por cierto, exime de costas. Estas diferencias nos permiten afirmar que nuestra Constitución ha producido un avance en cuanto a la tutela de los derechos constitucionales.


Pero la paradoja radica en que, a pesar de todo, supletoriamente, sigue aplicándose la Ley 16.986, que es menos garantista. De esta manera, la ausencia de una legislación local hace que continuemos aplicando, si bien supletoriamente, la legislación nacional.


Ahora bien, ¿cuáles son las consecuencias de esta doble paradoja? Diría que en la ciudad se abre un permanente debate sobre cuándo debe aplicarse supletoriamente la Ley 16.986: se aplica cuando no afecta las disposiciones del Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad, pero cuando sí lo afecta esa ley debe dejarse de lado. Este es un debate que no contribuye a la seguridad jurídica.


El otro debate se da alrededor de las normas procesales que rigen esta legislación de amparo en la Ciudad de Buenos Aires. Ustedes conocen muy bien la situación, por cierto, mucho mejor que yo, porque actúan en el fuero. Entonces saben que hay pautas procesales diferentes, prácticamente, en cada uno de los juzgados, como quedó acreditado en algunas investigaciones que se hicieron sobre la materia. La consecuencia de esta falta de legislación local es la inseguridad jurídica, no solamente para los amparistas, sino también para las otras partes involucradas en el proceso.

La Comisión de Asuntos Constitucionales recoge la necesidad de una legislación sobre amparo en la Ciudad de Buenos Aires. Sabemos que se ha trabajado mucho; muchos de ustedes han trabajado, inclusive en algunos proyectos de ley sumamente interesantes. 

Esta Comisión de Asuntos Constitucionales –y estoy seguro de representar en este caso no sólo mi opinión, sino también la del resto de los miembros de la comisión– desea sancionar cuanto antes una Ley de Amparo; pero una ley apropiada para las circunstancias particulares de la Ciudad de Buenos Aires, que tiene una legislación constitucional diferente de la Nación.


Nuestra convocatoria no es para que este encuentro sea simplemente académico. Deseamos poder recoger de las conclusiones de este encuentro, prácticamente, el texto de una Ley de Amparo moderna, eficiente y que refleje las disposiciones de la Constitución de la Ciudad.

Les anticipo, quizás interpretando también al resto de los legisladores, que ese texto que resuma las conclusiones de este encuentro va a ser sometido a la consideración de la Comisión de Asuntos Constitucionales, con miras a lograr consenso, para que, de una manera inmediata –estoy convencido de que va a ser así–, podamos tratarlo en el pleno de la Legislatura para disponer cuanto antes de esta legislación que necesita la Ciudad. Actuar de esa manera sería una muestra de madurez y de responsabilidad política. Estoy seguro, estoy convencido, de que todos aquellos que actuamos en la vida política debemos transmitir, subrayar y dar todos los días el ejemplo a nuestra ciudadanía.


Muchas gracias a todos y ahora le cedo la palabra a la doctora Mabel Daniele.

Sra. Daniele.- Muchas gracias, doctor Olivera; muchas gracias a esta concurrencia tan calificada, tanto de panelista, como de asistentes. La verdad es que nos da un orgullo muy especial haber participado en la organización de estas jornadas.

Muchas gracias a la Legislatura, a esta Casa que alberga a los encargados de hacer las leyes de la Ciudad, por permitir la participación de las ONGs, de quienes queremos colaborar, de quienes desempeñamos distintas funciones en la Ciudad o, simplemente, de los ciudadanos que tienen interés en que los derechos de todos sean adecuadamente resguardados, conforme lo ordena nuestra Constitución de la Ciudad.


Asimismo, le agradecemos a las comisiones de Asuntos Constitucionales y de Justicia –representada por sus directores generales, Juan Pasquier y Liliana Magrini–, que no sólo gestaron la posibilidad de organizar las jornadas, sino que pusieron todo a disposición para que hoy estemos aquí tratando de debatir estas cuestiones.


Después de los agradecimientos de rigor, lo mío va a ser muy breve, porque tenemos superespecialistas en los paneles y porque vamos a tratar de discutir, como decía Enrique Olivera recién, las distintas posibilidades para gestar un proyecto de Ley de Amparo. 

Simplemente, quiero comentar un par de cosas que podrán ser de interés para ver cómo llegamos a la instancia de proponer una jornada, que coincide, por cierto, con esta necesidad que marcó la Comisión de Asuntos Constitucionales.


Nosotros, como Asociación de Derecho Administrativo, tenemos una forma de trabajo que es parte de la officia societatis. Prácticamente, nos convoca la defensa de las instituciones de la Ciudad, y no solamente el derecho administrativo.

El tema de la Ley de Amparo, su necesidad o no y la forma en que tiene que ser regulada surgió como uno de los primeros temas a tratar en el seno de la Asociación. Era tan fuerte la impronta y tanta la cantidad de gente que quería trabajar sobre esto, que se formó una comisión de trabajo, la de Procesos Urgentes que, en definitiva –y como faltaba la Ley de Amparo–, terminó siendo la que comenzó a realizar un proyecto de Ley de Amparo.

Para llegar a esto quisiera contar una pequeña historia. El año pasado, durante tres días, se realizó el Primer Congreso de Derecho Administrativo de la Ciudad, en el Teatro San Martín. Durante esos tres días, junto con los expositores –entre ellos uno de los invitados del día de hoy, Carlos Vallefín–, se trabajó en una Comisión Taller exclusivamente sobre temas de amparo: sobre la posibilidad y sobre la necesidad o no de contar con una Ley de Amparo.

En aquel momento, en su primera exposición, Carlos Vallefin nos comunicó una serie de experiencias riquísimas que él había vivido al estudiar los temas de amparo, su profusa obra y, además, su experiencia como juez. A raíz de esto, nos decía que el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad tiene una riqueza que, como decía el doctor Olivera, avanza específicamente y detalla más cuestiones que las detalladas en la Constitución Nacional; no obstante, obviamente –y como no podía ser de otra manera–, en su marco.

Como el Artículo 14 es tan rico, nos dio un primer consejo. Nos indicó que luego de todos estos años de vigencia de la Constitución, de uso y de ser aplicado por el Tribunal Superior de Justicia y por los otros tribunales de las distintas instancias de la Ciudad –como tiene ya una historia muy rica–, si se va a hacer un proyecto de Ley de Amparo, es preferible que no se le corte la riqueza al Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad.

Este fue el disparador. En los talleres se trabajó y se discutió sobre esto. La conclusión de esa comisión el día del cierre del Congreso, además de una serie de cuestiones muy interesantes fue que debíamos trabajar, desde la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad, en un proyecto de Ley de Amparo.

Nos seguimos juntando y convocamos a ONGs, a abogados que litigan en el fuero y también a los que no lo hacen, a abogados de la Procuración de la Ciudad, a funcionarios y también a algunos jueces; nosotros participamos de algunas de esas reuniones dando nuestra humilde opinión a partir de nuestra experiencia –qué estaba pasando de positivo y qué de negativo– y sobre lo que veíamos en los fallos del Tribunal Superior. A raíz de todo esto, se pudo llegar al proyecto que hoy tenemos aquí, que tiene una primera parte que prácticamente se basa en la regulación de los temas procesales. Por otra parte, nos propusimos no repetir una sola letra, coma o punto del Artículo 14. Lo que está dicho en la Constitución, está dicho; en la ley se da por sobre entendido que eso es lo más importante, y que algunas pocas cuestiones procesales –para que no siga sucediendo lo que indicaba el doctor Olivera– son las que deben atenderse para que el abogado y el ciudadano sepan a qué atenerse cuando tienen que presentar una demanda de amparo en la ciudad: cuáles son los plazos, cuáles son los días de nota, etcétera.

Hubo dos trabajos que figuran en la página de la Asociación de la Ciudad que destaco, porque también fueron disparadores y nos ayudaron a trabajar en este sentido. Me refiero a los trabajos de Magdalena Maletti y de Lorena González Castro, que hicieron un resumen de dos cosas sumamente interesantes y que señalan todos los proyectos de Ley de Amparo que habían perdido estado parlamentario fueron presentados por algún diputado de la ciudad. Pero también confeccionaron un cuadro comparativo con las diferencias procesales que aparecen en los doce juzgados de primera instancia y, por qué no, algunas otras derivadas de las Salas de la Cámara.


Sólo como nota de color –por supuesto, ustedes no lo van a repetir, estamos casi en familia y probablemente esto los taquígrafos no lo tomen– apenas nos sentamos el 26 de octubre de 2000 los seis jueces de la Cámara, los primeros casos que nos trajeron desde la Secretaría General para resolver de las dos salas fueron las apelaciones sobre si era aplicable o no el Decreto-Ley 16.986 en la Ciudad de Buenos Aires, si correspondía sólo el Artículo 14, o si algunos se agraviaban de que en las providencias de los jueces se establecieran distintos requisitos para la presentación y trámite del amparo. Por ejemplo, en algunos se decía expresamente que sólo regían los Artículos 14 y 10 de la Constitución y que no regía el Decreto-Ley 16.986; también que todos los días eran de notas, etcétera. Es decir, se establecía una serie de disposiciones. Estos agravios nos tomaron recién sentados, recién nombrados, estrenando los cargos. Y, obviamente, todos los debates que después reprodujimos en el Congreso –y que seguramente se van a dar aquí–, surgieron en ese momento entre los distintos jueces. Algunos mantenían la posición de que no correspondía realmente continuar con la aplicación del decreto-ley, otros planteaban que sí, porque se trataba de legislación que el Congreso había fijado como legislatura local en su momento; y la propia Constitución fijaba que para no producir un vacío legislativo, esas leyes debían seguir rigiendo en la Ciudad, hasta tanto la Legislatura hiciera efectivo su derecho de dictar la nueva norma.

Todas las posiciones fueron planteadas allí, pero la verdad es que en definitiva nos pareció que durante esos primeros pronunciamientos era muy bueno dar una señal de que, aunque pensamos diferente, podemos llegar a una posición equilibrada y armoniosa, que nos permita tratar de aplicar la Constitución y resolver el caso de una manera razonable. Es decir, tratar dentro de lo posible de decir cosas coherentes para resolver el caso. Entonces, llegamos a lo que en definitiva también arribó el Tribunal Superior: establecer que el decreto-ley está vigente, pero que el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad es superior. Por lo tanto, todo aquello que afecte la operatividad del amparo son normas que deben considerarse contrarias a la Constitución y, por ende, deben ser derogadas. Hasta discutimos sobre una palabra: si había que poner que muchas de las disposiciones del decreto-ley quedaban derogadas o sólo algunas, para tratar de sacar una sentencia que no tuviera, en este sentido, disidencias de importancia.


Simplemente, me queda agradecer la presencia a todos. Ojalá que discutamos mucho en forma provechosa.

Lo que acaba de decir el doctor Olivera nos llena de satisfacción y esperamos que pueda tener un resultado positivo, productivo, a través de un proyecto que sea tratado en breve plazo y concretado en una ley de la ciudad. Eso me parece muy interesante, así como el hecho de haber logrado que estemos todos aquí, en una jornada, discutiendo los puntos que deben contemplarse.


Quiero cerrar con unas palabras de Norberto Bobbio cuando dice que el mejor remedio contra el abuso de poder bajo cualquier forma –aunque “mejor” no quiere decir de ninguna manera ni óptimo ni infalible–, es la participación directa o indirecta del mayor número de ciudadanos en la formación de las leyes.


Muchas gracias. (Aplausos)
Primer panel: ¿Es necesaria una Ley de Amparo?

Sra. Locutora.- Queda oficialmente abierta esta Jornada sobre Acción de Amparo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Le damos la bienvenida y agradecemos la presencia del señor Presidente de la Comisión de Justicia de esta Casa, diputado Julio De Giovanni. Muchísimas gracias por estar presente.


Vamos a presentar a la doctora Liliana Magrini, que va a ser la encargada de presentar al primer panel, cuyo tema es el siguiente: “¿Es necesaria una Ley de Amparo?”. 

Los que integran el panel son el doctor Luis Lozano, juez del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires; el doctor Carlos Vallefín, Camarista Federal de La Plata; el doctor Daniel Sabsay, abogado constitucionalista y el doctor Agustín Zbar, a cargo de la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires.

- Los mencionados expositores ocupan sus lugares en el panel.

Exposición del doctor Luis Lozano

Sra. Magrini.- Agradezco a todos su presencia y espero que sea una tarde muy productiva.


Vamos a ir presentando a cada uno de los panelistas. Lamentablemente, me toca cumplir con una función muy poco feliz, como es la de acotar los tiempos de exposición. Luego vamos a abrir el diálogo con los presentes, para enriquecer el trabajo que se va realizando que esperemos que derive en la presentación de un despacho final sobre la Ley de Amparo.


En primer lugar, vamos a escuchar la exposición del doctor Luis Lozano, abogado y juez del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; conjuez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación; Secretario de Trabajo de la Nación; Director General de Asuntos Jurídicos y Relaciones Institucionales de la Secretaría de Justicia del Ministerio de Educación y Justicia. Docente de la Universidad Torcuato Di Tella y profesor invitado con dedicación simple en los cursos de Derecho de Regulación Estatal y Derecho Administrativa.


Con ustedes el doctor Lozano. Recuerdo que tiene diez minutos para hacer uso de la palabra.

Sr. Lozano.- Buenas tardes.


Supongo que en tiempo de descuento podré agradecer a los organizadores de este acontecimiento y felicitarlos porque creo que efectivamente vamos a tratar uno de los temas en los cuales –como señaló hace un momento el diputado Olivera–, la Legislatura tiene un buen capítulo para brindar a la ciudad un servicio legislativo adecuado.


En diez minutos es poco lo que se puede decir con auténtico provecho, por lo que me propongo hacer una especie de punteo muy breve acerca de lo que creo que puede haber de provechoso en legislar acerca del amparo.


La primera pregunta es si es necesario legislar el amparo, y seguramente uno podría responder –a boca de jarro– que no es imprescindible. Es decir, la ciudad tiene una herramienta en el propio Artículo 14 de la Constitución, que como ya se señalara, es suficientemente completo como para que los jueces desarrollen sus competencias y le brinden a los ciudadanos el servicio de justicia que se aspira lograr mediante este procedimiento. Empero, y aquí viene la segunda cuestión, es necesario contestar algo que me congratulo que el diputado Olivera haya mencionado de la manera en que lo hizo: ¿es posible reglamentar el amparo? Debo señalar que hay quienes tienen serias dudas acerca de esto y levantan con fundado temor el hecho, también señalado por el diputado Olivera, de que en su origen, la Ley 16.986, tendía más a limitar el amparo, que a ampliarlo.

Sin embargo, el camino que recorren los jueces, como todo en la vida, a veces no tiene que ver con la voluntad legislativa primitiva, sino tomando la herramienta que el legislador le suministra al juez, cuando puede rendir algún resultado provechoso.

La verdad es que el amparo se convirtió en un proceso habitual en los tribunales argentinos, aun cuando al tiempo en que esta ley se dictaba, se intentaba precisamente evitar que se extendiera un golpe político severo contra el régimen del General Onganía, porque fueron dos amparos hechos a propósito para intervenir a centros estudiantiles de la Universidad de Buenos Aires.


El tema es si es útil reglamentar el amparo, si es que uno está dispuesto a pasar por esta valla. Creo que la utilidad estará dada en la medida en que los legisladores puedan encontrar el punto de equilibrio en el que la reglamentación de un artículo de la Constitución –suficiente por sí, para dar una herramienta a los litigantes y a los jueces– pueda tener un complemento adecuado, que dé certezas sobre cómo utilizar esta vía sin limitarla.


Una reglamentación puede limitar el derecho reglamentado o puede, en realidad, limitar al juez en el modo en que se va a expedir acerca de este derecho. Si los legisladores logran una ley que limite a los jueces pero enalteciendo el derecho, habrán logrado su cometido.

En este sentido creo que tiene algunos campos que son casi de tratamiento indispensable. Por un lado, me parece –y esto es una advertencia previa– que sería bueno tratar de pensar con mucho detenimiento algunos de los campos que trivialmente se citan como materia para reglamentar. Por ejemplo, una típica materia para reglamentar es el tema de establecer un plazo de caducidad para la posibilidad de instar el proceso de amparo.


Creo –aunque no pueda pronunciarme acerca de cómo sería un plazo válido– que hay que pensar seriamente en que establecer un plazo –aun cuando no fuera tan breve como el que establece la Ley 16.986– probablemente aportaría poco a la seguridad jurídica de la administración; incluso, aportaría quizás insatisfacción a los litigantes y, por sobre todas las cosas, podría aportar una gran incertidumbre, porque no hay que descuidar la idea de que el amparo suele servir para “puentear” o sortear el agotamiento de la vida administrativa. Si se le agrega un plazo que se compute desde algún momento, y uno no tiene muy claro que se está iniciando el cómputo, puede ocurrir que el litigante salga corriendo del tribunal para evitar que le digan que el tiempo está agotado. Me parece que hay que tener cuidado con la inclusión de plazos que sean diferentes de los que normalmente existen para hacer caducar las acciones contenciosas administrativas. Quizás no haya ninguna buena razón para establecer plazos más breves.


Segundo ítem. A diferencia de la Ley 16.986 y de lo que era la jurisprudencia reinante en aquella época, nosotros tenemos un amparo que deja de ser residual, tanto en la concepción del Artículo 43 de la Constitución Nacional, como en el 14 de la Constitución de la Ciudad. Con esto quiero decir que cuando aparece el amparo en los famosos precedentes de Kot y Siri –y aun en la Ley 16.986–, el amparo era viable siempre que no hubiera alguna vía suficiente. Ahora el test que debe pasar la vía alternativa es no ser más idónea que el amparo, que es algo bastante distinto a mostrar mera suficiencia. Éste es un punto clave a tratar en cualquier ley que reglamente este proceso.

Para decirlo muy brevemente, uno podría pensar la idea de idoneidad solamente en términos de velocidad, de celeridad. Pero habría que pensarla también en términos de suficiencia para el debate. Si uno analiza solamente el término de celeridad, probablemente no haya nada más idóneo que el amparo, especialmente si uno pone un plazo muy breve. Pero si uno la piensa en términos de idoneidad para el desarrollo del debate, la cuestión puede ser muy distinta. Entonces, la respuesta a esta idea de idoneidad, la van a dar los legisladores mediante una adecuada organización de los procesos de conocimiento en el área y, fundamentalmente, de las medidas cautelares, especialmente aquéllas que tiendan a provocar suspensiones durante el plazo de agotamiento de la vía administrativa, si es que se la pretende agotar.


Un punto muy delicado que debería abordar también una ley reglamentaria del amparo es el relativo a la legitimación. Alguien podría decir que el Artículo 14 ya se encargó de hacerlo en plenitud, y algo hay de cierto en eso. El artículo 14 fija la posición del constituyente, que debe ser respetada por el legislador, y que es manifiestamente en pro de una legitimación amplia en los procesos de amparo. Ahora bien, no es dudoso que en la Constitución, muchos derechos –no todos– son susceptibles de colisión con otros derechos.


La realidad es que la legitimación amplia hace posible que el objeto del amparo avance hacia los derechos de quienes no son parte en el proceso, y esto también requiere reglamentación.


Voy a dar un ejemplo que creo que debe ser por todos conocido. Ante un amparo en un juzgado federal de la ciudad de Córdoba se dispuso una medida que impedía que la Ley de Salud Reproductiva de la Nación se pusiera en práctica. Esto fue a pedido de una asociación civil cuyo número de asociados era realmente muy reducido, que no tenía por objeto formular esta clase de amparos y que además había dispuesto una reforma estatutaria en la comisión directiva, a fin de llevar el amparo adelante.


Obviamente, esto parece que deja afuera a muchos interesados en el mantenimiento de la ley y quizás a aquellos que están interesados en discutirla con otros argumentos. Esta es la clase de problemas que requieren de una organización legislativa.


Para cerrar el tema de los capítulos, me parece que deberíamos hacer un examen cuidadoso de la idea de “manifiesta ilegitimidad” o de “arbitrariedad”, a propósito del amparo. En su origen, era muy claro que solamente aquello que no fuera absolutamente indefendible o que fuera casi ridículo o monstruoso podría ser llevado a la hipótesis del amparo. Pero con el correr del tiempo, el examen que los jueces hacen de la ilegitimidad de la medida contra la cual se busca el amparo o de la arbitrariedad de esta medida, empieza a medirse de una forma mucho más precisa. Esto no es necesariamente malo, pero provoca una situación de la que debemos ocuparnos.

El amparo es un tipo de proceso que, en el diseño que tiene en la Constitución por comparación al modo en que se ha legislado el Código Contencioso Administrativo, admite una legitimación mucho más amplia que los procesos de conocimiento.


En tales condiciones, de la decisión acerca del carácter manifiesto de la ilegitimidad, dependerá que alguien pueda traerlo al juez. Y éste también es un problema que nos debe preocupar, porque nos puede llevar a situaciones insatisfactorias.


Les voy a dar un ejemplo –no con relación a Mujeres por la Vida, al que ya aludí recién– que creo que les va a resultar bastante fácil de pensar: se trata de la situación de un vecino de Mataderos, que se pone a discutir por el ruido generado en un local bailable de la Recolecta. Realmente, esto se aproxima bastante a un caso real, y nos debería llevar a preguntarnos si vamos a discutir el carácter manifiestamente ilegítimo de una habilitación o de un tipo de medida de resguardo acústico con un afinamiento muy severo o, si por el contrario, recién vamos a llegar al amparo cuando realmente se trate de algo francamente impresentable. Entonces, de esto dependerá que lo pueda discutir o no el vecino de Mataderos.

De todos modos, yo no me voy a tomar la libertad de asumir posiciones en este tema; simplemente, estoy tratando de hacer una especie de recordatorio acerca de todos los temas que los legisladores pueden tratar y que tienen decisiva importancia para nuestras vidas. Sinceramente, creo que ustedes tienen una elevadísima misión por delante.

El proceso de amparo se ha convertido en un proceso sumamente habitual en lo contencioso y administrativo de la ciudad. Al respecto, algunas voces son muy críticas con los jueces mientras que otras, precisamente, son laudatorias. Lo cierto es que me alegro que haya personas que halaguen a los jueces del Poder Judicial en el que presto servicios; pero les recuerdo a los que son críticos, que es difícil exigirle a un juez que tenga mesura, cuando no se le da la regla a la cual debe acomodarse para ser medido.


Consecuentemente –y aquí vuelvo a tomar conceptos del diputado Olivera–, creo que es muy difícil encontrar un punto exacto cuando se tienen múltiples órganos, ya que los jueces son múltiples –no hay un solo juez– y no todos los casos llegan al Tribunal Superior. 

En este marco, aparecen dos reglas que no solamente son de distinta jerarquía sino que, además, están concebidas con una filosofía enteramente distante: el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad y la Ley de Amparo del Gobierno de Onganía. Quiero aclarar que ésta última fue elaborada por un jurista realmente importante. Se trata de una ley que tiene algunos elementos que no son abominables –por cierto, no es que es absolutamente inadmisible e intolerable para la democracia–, pero realmente está concebida con un propósito –tal como dijo el diputado Olivera– que no es el que nos anima en la actualidad.


Muchas gracias. (Aplausos)
Sra. Magrini.- Gracias, doctor Lozano.

Exposición del doctor Carlos Vallefín

Sra. Magrini.- Ahora vamos a escuchar las palabras del doctor Carlos Vallefín, profesor de Derecho Administrativo de la Universidad Nacional de La Plata y de la Universidad Torcuato Di Tella.

El doctor Vallefín publicó varios artículos y libros en la materia, entre ellos El amparo. Régimen procesal y, actualmente, se desempeña como juez en la Cámara Federal de La Plata.

Sr. Vallefin.- Buenas tardes.


En primer lugar, quiero agradecer a la casa que alberga estas jornadas, la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, por la invitación que me han formulado para participar en este evento.

En el mismo sentido, también quiero agradecerle al señor presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y a la Asociación de Derecho Administrativo, que ha reiterado su invitación para que participe en un tema vinculado con el derecho público, como es la acción de amparo.


Por otra parte, suscribo las manifestaciones que el doctor Lozano acaba de exponer. De alguna manera, que el doctor se haya expresado en primer término, me quita buena parte del desarrollo que pensaba efectuar y los diez minutos me sirven de excusa como para aún acortar algo más la exposición y referirme a cosas que tienen que ver con el pasado, pero con esta finalidad.


Cuando hablamos de la legislación, naturalmente, pensamos en el futuro, porque precisamente la actividad del Poder Legislativo supone reglar conductas del futuro.

La función judicial –y me apropio de las palabras del procesalista Piero Calamandrei– supone analizar el pasado. Y esta suerte de hábito de la profesión de analizar el pasado, permite ver qué ha ocurrido con el amparo en la Argentina, para extraer del pasado algunas enseñanzas.


Tal como es sabido, la acción de amparo nace en la Argentina hacia fines de la década del ’50, luego de dos precedentes muy importantes: en 1957, el caso Siri y en 1958, el caso Kot.

Tras esta suerte de revolución constitucional, a principios de los años ’60 comienza un gran debate entre distintos juristas –entre ellos, el más ilustre de las últimas generaciones, Genaro Carrió– que empiezan a observar la conveniencia o inconveniencia de sancionar una ley que reglamente el amparo.

A partir de allí, surgen tres grandes corrientes: aquellos que exigían inmediatamente la regulación del amparo en todos sus aspectos –llamemos los sustanciales y los procesales–; una corriente contraria como suele suceder en estas ocasiones, que sostenía que si el amparo había nacido jurisprudencialmente podía seguir viviendo así y era innecesaria una reglamentación; y casi por fuerza de necesidad, una postura intermedia, que sostenía que era solamente menester reglar aquellos aspectos procesales del amparo.


¿Y qué decía un artículo de otro gran jurista, Segundo Linares Quintana, allá por la década del ’60? Que existen tantos regímenes de amparo como juzgados existen. Y en una nota al pie de página añadía: “Mejor dicho: tantos como secretarías existen en un juzgado”. Repito: esto acontecía en los años ’60.


La Ley de Amparo fue sancionada en 1966; es decir que tenemos cuarenta años de vigencia de una reglamentación en el orden federal. Y sancionado el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, de alguna manera se reedita ese debate y uno advierte –al menos en la producción jurídica y a partir de la preocupación de los litigantes–que existen tantos regímenes como juzgados y cómo es eso de que un primer auto de un tribunal de un juzgado se arroga la facultad del legislador y establece el régimen procesal para ese amparo.


La Ley 16.986 regló aspectos sustanciales y procesales, mientras que el Artículo 2°, de la mano del agotamiento de las vías administrativas –las llamadas vías previas– y de que no existan otras vías judiciales –las vías paralelas– tuvo en esta norma, durante décadas, el argumento principal de la jurisprudencia para restringir el amparo. El resto es historia conocida. A partir de 1983, la Corte comienza a ampliar sus criterios y luego se llega a la Constitución de 1994.


Mientras tanto, ¿qué ocurre en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires? Pues bien, como es conocido, tenemos la sanción de la Constitución y de un artículo generoso: el Artículo 14, que regla muchos aspectos que autoabastecen en sí mismo al amparo.


Ahora, si me permiten, voy a pasar a contarles brevemente una anécdota. En un curso que dicté hace varios años, uno de los participantes era asesor de la Convención Constituyente de Salta y me tenía al tanto de la reforma constitucional de esa provincia. Le dije que me interesaba conocer el contenido de la regulación del amparo en esa provincia. El curso se estaba terminando y una vez por semana le pedía que me actualizara la información. En determinada ocasión, me envió en un papel de fax, el artículo de la Constitución de Salta. Me pidió que le echara un vistazo y que le diera mi opinión. Entonces, comencé a leer el extensísimo artículo. No sabía cómo manifestarle que ese artículo era impropio de una constitución. Por ejemplo, decía que la demanda se articulará ante el juez de primera instancia; que el juez de primera instancia requerirá el informe circunstanciado; que no podrá recusarse y que no podrán articularse excepciones.


En ese momento, recordaba el viejo esquema entre las constituciones parcas y las constituciones verborrágicas. Esa constitución salteña era una constitución verborrágica, que reglaba todos los aspectos. 

Al final encontré una salvación para contestarle algo al colega, porque la última frase de la Constitución de Salta dice: “Esta ley no podrá ser reglamentada por la Legislatura”. Entonces, me di cuenta de que aprendieron de la experiencia de tanto tiempo, en donde uno –quizás con algún desvío o prejuicio– asocia la idea de reglamentar garantías, con la idea de restringir garantías. Es la idea de que el poder no quiere controles y cuando el poder regla tiende a restringir la amplitud de esos controles.


Por lo tanto, a fin de cumplir con el tiempo asignado y tratar de transmitir alguna idea sobre la base de la experiencia, recuerdo que en 1998 decía que no es necesario apresurarse y sancionar un texto legislativo; que la Ciudad Autónoma tiene las suficientes herramientas como para vivir sin el texto legislativo.


Ya ha pasado un tiempo considerable y la jurisprudencia ha crecido desde el Tribunal Superior de Justicia. La Ciudad de Buenos Aires se ha convertido en lo que el derecho norteamericano refiere como “laboratorios de pruebas” al derecho estatal, estadual. Vista desde afuera –por ejemplo, desde la ciudad de La Plata, es decir, desde otra provincia–, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires encuentra uno de los sistemas más amplios y más desarrollados del país. Y esto lo ha logrado sin el auxilio legislativo.


Insisto sobre esta idea, quizás un poco prejuiciosa, respecto de la reglamentación como sinónimo de restricción. Si el legislador se limitara a reglamentar los aspectos procesales –en general, los proyectos lo han hecho en el mismo sentido– el régimen del amparo en la Ciudad de Buenos Aires podría continuar con esta línea ascendente en materia de protección de los derechos. Desde su origen, la ciudad le ha mostrado a toda la comunidad jurídica –inclusive a la de otras provincias que observan atentamente los lineamientos que hoy los jueces y el Tribunal Superior de Justicia marcan en esta materia– que la legislación que la Legislatura sancione permitirá seguir con la proyección de este instituto tan importante, esta garantía tan fundamental de los ciudadanos, como es la acción de amparo, prima hermana del habeas corpus, instrumento fundamental para la protección de los derechos.


Les agradezco a todos por su atención. (Aplausos)
Exposición del doctor Daniel Alberto Sabsay

Sra. Magrini.- A continuación, hará uso de la palabra el doctor Daniel Alberto Sabsay, abogado graduado en Derecho en la Universidad Nacional de Buenos Aires; posgrado en la Facultad de Derecho de la Universidad de París; profesor titular de Derecho Constitucional en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires; profesor de Derecho Constitucional Ambiental en los programas de posgrado en las universidades de Buenos Aires, Austral y Torcuato Di Tella; profesor invitado en la Universidad Robert Schuman de Estrasburgo, Francia; de la Universidad de Texas, Austin, Estados Unidos de América; y de la Universidad Internacional de Andalucía, España.


Además, es Director Ejecutivo de la Fundación Ambiente y Recursos Naturales, y presidente de la Comisión de Juristas para la elaboración del Digesto Jurídico Argentino.

Sr. Sabsay.- Agradezco esta invitación. 


En muy poco tiempo, es la segunda vez que nos encontramos en esta Casa para discutir un tema que, evidentemente, nos importa, nos interesa y nos preocupa a todos. Trataré de ser breve, en primer lugar, porque tengo poco tiempo y, en segundo lugar, porque coincido, en lo sustancial, con lo que han expresado quienes me han precedido en el uso de la palabra.


En este tema, me voy a permitir hablar más como usuario del amparo que como doctrinario. Digo esto porque entre los puntos que se leyeron de mi currículum apareció el de Director Ejecutivo de la ONG en temas ambientales: la Fundación Ambiente y Recursos Naturales que, entre otras cosas, litiga en temas de incidencia colectiva, cuando están en juego problemas de protección ambiental, la calidad de vida y los temas de tipo institucional.


En primer lugar, a la hora de pensar en una reglamentación del amparo, debemos tener en cuenta que todo lo que hagamos no puede prescindir del techo ideológico de la Constitución de la Ciudad. De lo contrario, nos estaríamos equivocando. Por eso, sinceramente confieso que, desde un principio, mi asombro fue enorme cuando en algunos magistrados surgieron dudas sobre la vigencia o no de la Ley 16.986 en la Ciudad de Buenos Aires. Frente al techo ideológico de esta Constitución, pensaba que aún subsiste para la Ciudad de Buenos Aires este marco jurídico tan antiguo de 40 años, con una visión totalmente distinta de las garantías. Además –como bien decía el doctor Lozano–, entendía que debía manejarse respecto de un concepto de suficiencia para habilitar el amparo. Sin embargo, hoy estamos hablando del examen respecto de una vía más idónea, lo que de por sí habla de una concepción absolutamente diferente, sino opuesta.


Por otra parte, sigo a rajatabla las enseñanzas del doctor Bidart Campos –este gran jurista, si no el más grande de las últimas décadas, al menos uno de los más grandes–, que entendía que para la Ciudad de Buenos Aires, al igual que para las provincias, lo nacional en contenidos dogmáticos era exclusivamente un piso, pero de ninguna manera un techo que achatara las capacidades del nivel de gobierno autónomo, para desarrollar un sistema de protección de los derechos que fuera más audaz y que elevara ese techo.


En este sentido, no tengo dudas de que en un tema con tantos aspectos procesales, la Ciudad de Buenos Aires debe y puede absolutamente prescindir de un marco nacional. Además, por todo lo que se ha dicho, entiendo que existe un artículo muy exhaustivo 
–el Artículo 14– y un techo ideológico, donde aparece lo más evolucionado de la concepción moderna del derecho internacional de los derechos humanos, con una visión en cuanto a la participación ciudadana, que también es muy generosa.

Allí se menciona el amparo colectivo, que en el segundo párrafo de este Artículo 14 está claramente ampliado en relación con el segundo párrafo del Artículo 43. Por ello, no tengo dudas de que estamos frente a un marco totalmente distinto que, a su vez, requiere de una habilitación, de una instrumentación y de una utilización también diferentes.


En ese sentido, como usuario, le temo a toda regla nueva que pueda hacer temblar lo que se construyó hasta acá. ¿Por qué digo esto? En primer lugar, cuando se elaboró el Artículo 14, en realidad, se pensó como una suerte de redacción para completar, ampliar y clarificar lo que ya a dos años de la reforma del ’94 del Artículo 43 implicaba una interpretación que surgía con muchos claroscuros, inclusive, por ejemplo, en el tema de la declaración de oficio de la inconstitucionalidad, en el tema de la legitimación y en el tema de cuáles son las normas que pueden ser fuente, ante la posibilidad de protección por la vía de amparo. Para quien no conoce las realidades argentinas y las distorsiones a la que la interpretación puede llevar, esto implicó una explicitación casi excesiva; pero creo que fue muy útil. ¿Por qué digo esto? Porque quienes hemos seguido desde el principio la utilización para litigios, como en temas que comentaba hace unos instantes, nos encontramos con que la respuesta de los jueces de la Ciudad de Buenos Aires fue sumamente positiva. Se consiguieron inclusive decisiones notables. Por ejemplo, cuando interpusimos un amparo en el cual patrocinamos a un vecino por el ruido de las autopistas, que superaba de manera notable el techo que establece la Organización Mundial de la Salud, el juez no sólo hizo lugar al amparo sino que, además, citó a una audiencia pública para que en ella, otros vecinos que se vieran afectados de una manera similar, pudieran ratificar, comentar o agregar lo que consideraran pertinente.


Fíjense qué curioso que, de alguna manera, un juez de la ciudad se anticipó a lo que aparece en el fallo por la causa del Riachuelo, y también cita a una audiencia pública, comprendiendo perfectamente lo paradigmáticos que son todos estos temas vinculados con la protección de los bienes jurídicos de incidencia colectiva.

Así podría enumerar muchos otros casos, pero lo que quiero resaltar es que, en definitiva, en todos ellos vimos que, lejos de encontrar restricción, encontramos en esta ciudad una fuerte habilitación y reconocimiento del sentido del amparo y una herramienta más de participación que, inclusive, a veces hay que hacerla jugar con las restantes, como en el ejemplo que acabo de mencionar.

Entonces, en principio sería renuente; ya lo dije hace unos días en otra reunión que mantuvimos aquí.

No obstante ello, coincido con lo que expresaron los otros disertantes, podría aceptar algunas reglas procesales que faciliten la seguridad jurídica y una mejor comprensión de determinados temas. En ese sentido podría aceptar una ley reglamentaria. 

Coincido con lo que expresaba la doctora Daniele porque, por supuesto, no hay que repetir absolutamente nada de lo que ya hay en el Artículo 14, porque eso ya está y tiene un nivel superior al que puede imponer el legislador.


He visto en algunos de los proyectos que se han presentado, la creación de un registro de, por ejemplo, los amparos colectivos. Me parece que puede ser un tema interesante para hacer un seguimiento y para ver qué tipo de acciones se están interponiendo o no. Sería revelante ver qué pasa cuando hay interposiciones múltiples en temas similares, con las dificultades que eso puede crear, y ver los subterfugios para encontrar que los problemas de competencia alarguen desmedidamente o desluzcan la protección del asunto. Pienso en el caso de los aeropuertos y creo que todos lo van a entender. Creo que es otro tema que puede ser muy interesante clarificar. Sé que en varios proyectos lo tocan.

Respecto del tema de las medidas cautelares, y en particular, como decía el doctor Lozano, de aquellas que pueden llegar a tener efectos suspensivos, creo desde ya que un marco procesal también puede clarificar y generar el equilibrio necesario entre los distintos tipos de derechos en juego. A veces es cierto –so pretexto de mayores garantías– que en realidad estamos atendemos lo que puede resultar ser un interés particular absolutamente escondido y, al mismo tiempo, estamos desconociendo lo que quizás la mayoría realmente pretende. Creo que en ese sentido es muy interesante ver otras experiencias de este tipo, ya que en lo que hace al amparo colectivo, es una suerte de acción popular.

Me parece que es interesante ver la evolución que se produjo en Colombia con la Constitución de 1991, surgida de una acción de inconstitucionalidad directa con forma de amparo ante el Tribunal de Constitucionalidad. Allí también aparecieron una cantidad de problemas ligados, por ejemplo, a los temas que yo mencionaba recién, que fueron resueltos bastante inteligentemente por alguna legislación. Tal vez sea este un antecedente interesante para revisar, salvando todas las diferencias entre los países.

Recuerdo un caso que se planteó cuando fui a dictar clases a Colombia sobre el tema del ruido, en relación con un recital. Efectivamente, cuando uno lo dice en abstracto, si no va a los casos concretos, pueden surgir situaciones seriamente injustas, si uno se deja llevar por una aplicación ortodoxa.

Sra. Magrini.- Doctor, le resta un minuto para terminar su exposición.

Sr. Sabsay.- Me resulta perfecto, para hacer el cierre.


Me parece que ésta es una oportunidad extraordinaria para discutir esto, como también me parece extraordinario todo lo que importe el refrescar los contornos de la Constitución de la Ciudad en la habilitación de instrumentos muy modernos de democracia, que facilitan una intervención notable de los habitantes de la ciudad y que, desgraciadamente, muy pocos utilizan, ya que la mayoría de las veces es el producto de organizaciones especializadas y no de los habitantes.

Creo que esto tiene mucho que ver con la poca difusión que se ha dado de estos instrumentos, inclusive –y aunque parezca mentira– en los establecimientos universitarios, en las facultades de Derecho, donde prácticamente no se estudia la Constitución de la Ciudad.


Entonces, ¿qué podemos esperar para el resto de los habitantes, si los futuros abogados no obtienen una preparación sobre estos institutos de la ciudad y que hacen a la defensa de su autonomía?

Quiero cerrar diciendo que creo, realmente, que la autonomía de la ciudad ha sido retaceada desde la cuna, con la famosa Ley Cafiero y también por el modo en que desde las autoridades nacionales se ha tratado siempre de desafiar la posibilidad de una autonomía genuina. Además, creo que esto no sólo no ha evolucionado sino que puede involucionar, si no aparece de parte de todos nosotros, una clara conciencia de lo que debemos defender como personalidad propia y valorando las instituciones magníficas que nuestra Constitución exhibe y, en particular, lo que hoy nos convoca.

Si esto no sucede, va a ser muy difícil que la Ciudad de Buenos Aires desarrolle una personalidad genuina. Estos encuentros, no tengo duda, van en ese sentido y debemos señalarlo con toda fuerza. Muchas gracias. (Aplausos)
Sra. Magrini.- Muchas gracias, doctor Sabsay.

Exposición del doctor Agustín Zbar

Sra. Magrini.- En último término, le vamos a dar la palabra al doctor Agustín Zbar, abogado, master en Derecho, diputado de la Nación –mandato cumplido–, Subsecretario de Justicia y Coordinación Administrativa de la Secretaría de Justicia y Seguridad, legislador de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires –mandato cumplido–, vicepresidente 1° de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, Secretario Legal y Técnico de la Auditoría General de la Nación, y actualmente, Procurador General Adjunto a cargo de la Procuración General.

Sr. Zbar.- Creo que omitió lo más importante de mi breve currículum, que es mi cargo docente, el que desempeño con mucho orgullo en la cátedra del doctor Sabsay, entre otros ámbitos.

Como Sabsay, también me toca hablar en carácter de usuario del Fuero Contencioso Administrativo y del Tribunal Superior de la Ciudad, que es donde transcurre esta breve historia del amparo en la Ciudad Autónoma. Casi presento un amparo para ver si podía hablar último. (Risas). Estoy seguro de que algún juez me lo iba a conceder, porque en estas dos semanas que llevo como procurador a cargo, uno de los temas que, sin duda, es de los más acuciantes, entre muchos que todos los días se me presentan –usted doctor tiene que enterarse de esto– y que forman pilas de papeles –por las que ya he recibido muestras de compasión y pésames de varios de muchos amigos–, está el de manejar la cuestión de los amparos. Realmente, éste es el tema más preocupante para todos y cada uno de los abogados de la Procuración.


De modo que les pido que me sepan disculpar porque no soy objetivo –estoy seguro que tampoco lo es el doctor Sabsay–, cuando doy mi opinión sobre el amparo en la ciudad. Realmente, frente al panorama que tenemos, es muy complicada la situación que vive la ciudad desde el punto de vista de su defensa en juicio.


Dicho esto, simplemente quiero dejar aclarado previamente que el Gobierno de la Ciudad –el Poder Ejecutivo, a quien me toca la representación legal– comparte absolutamente todos los ideales de la Constitución de la Ciudad e intenta, dentro de las posibilidades humanas y en el corto término de un mandato, llevarlos a su máxima expresión. Los derechos individuales y sociales que tenemos en nuestra Constitución local, por suerte, son muy amplios, tal vez los más amplios del país; son una aspiración que el Gobierno comparte e intenta maximizar o lograr.


Sin embargo, todos sabemos que esto no es posible para nadie de un día para el otro y que tal vez nunca sea posible, porque siempre el horizonte va a estar un poco más allá. Digo esto porque, cuando uno lee algunos fallos, a veces cree o siente que el Gobierno fuese un adversario de los derechos y que el Estado está en contra de que la gente pueda obtener la máxima satisfacción de sus derechos individuales y sociales; y la realidad es que muchas veces eso sucede por impericia, incapacidad, imposibilidad de organización, porque vivimos en la Argentina y no en Suecia. No es realmente posible todos los días cumplir con los objetivos constitucionales.


Yo creo que la Ley de Amparo es absolutamente necesaria, pero no es inexorable. Alguna jueza del fuero contencioso ha dicho que la ley no es necesaria ni inexorable. Yo digo que no es inexorable, pero que es absolutamente necesaria. Creo que todos los jueces de primera instancia reconocen que la ley o que la reglamentación es absolutamente necesaria.


En este cuadrito que se mencionó al inicio de la jornada, preparado con gran inteligencia y con una capacidad de síntesis extraordinaria por las doctoras González Castro y Maletti –como mencionó la doctora Daniele–, se ven los once juzgados y todas las reglas diferentes que existen para litigar, que seguramente casi todos conocen.

Cuando un particular, cuando un conjunto de ciudadanos u organización se presenta ante un juzgado, para esa entidad, ese juzgado y ese juez es todo el Poder Judicial. Lo que allí sucede es lo que la Justicia ha dicho. Cuando la ciudad litiga en los once juzgados y en las dos salas de la Cámara del Tribunal Superior, todo lo que sucede en el sistema es el Poder Judicial. Cada caso es una parte del rompecabezas enorme, donde se arma la historia jurídica de la ciudad y la historia de la defensa en juicio de la ciudad.

Realmente, es un gran dilema. Ha habido distintos tipos de organización sobre cómo lidiar con once reglas o más, si tenemos en cuenta que hay secretarías que aplican criterios y reglas distintas, que incluso varían en cada caso. Hemos pensado en equipos de abogados que se ocupen de cada juzgado, de cada secretaría, pero a su vez tendríamos que dividirlos por tema, porque la variedad de asuntos que llegan a los estrados, por acción u omisión, es casi infinita. De modo que no hay organización posible que permita una adecuada defensa en juicio de la ciudad, cuando las reglas son tantas como los jueces; incluso podemos pensar que son tantas como los procesos que se presentan.

Aunque se diga que las reglas que fijan los jueces son válidas para cada caso en particular, y que el texto es igual en todos los casos, nadie impediría que esa reglamentación varíe y solamente el Gobierno se va a dar cuenta cuando cambie la regla, porque, como dije, el litigante en cada caso agotó su pretensión de que el Poder Judicial lo escuche. Sin embargo, la ciudad tiene que seguir adelante con otro y otro caso, y aquí hay un problema muy serio de igualdad en el acceso a la jurisdicción y de defensa en juicio; y con todo lo que he venido leyendo en esta maratón de lectura –indigestión de lectura, diría– de las últimas dos semanas sobre material de la ciudad, no he visto que haya sido tratado.

Dejo dicho esto para lo que voy a indicar después: me parece claro que todos los jueces reconocen que es necesaria una reglamentación del Artículo 14. El problema es que muchos prefieren dictarla caso por caso y que no lo haga la Legislatura. No es que el Artículo 14 se aplica per se tal como está, porque en el primer auto establecen las reglas a las cuales se va a someter el proceso de acuerdo al Artículo 14.

La Ley de Amparo, por cierto, tampoco es suficiente; no cualquier ley va a ser compatible con la Constitución. Compartimos absolutamente la visión doctrinaria de que el Artículo 14 es un piso en términos de derecho y que ninguna ley podría establecer cortapisas.

Me parece excelente el planteo de técnica legislativa, que es un planteo de fondo, para no repetir una sola línea del Artículo 14 en la reglamentación legislativa que se dé del amparo. Pero, asimismo, tampoco va a ser suficiente, porque va a depender del modo en que los jueces, caso por caso, hagan uso de esa ley.

La Constitución no es suficiente, sin embargo, está claro que es necesaria. Todos han celebrado, toda la doctrina ha celebrado, la incorporación del amparo en la Constitución de 1994. Nadie ha dicho que era mejor derogar la ley de facto, como prefiero llamar a la Ley de Amparo de Onganía –y no decreto ley– porque, como decía el maestro Nino, eso no era ni decreto ni ley, sino leyes de facto o decretos de facto. Nadie ha dicho que la solución era derogar esa ley y no incorporarla en la Constitución y que siguiera por vía pretoriana.

Toda la doctrina ha celebrado la incorporación constitucional del amparo, de modo que parece ser claro que esa regulación es muy importante. Por eso, digo que una Ley de Amparo no es superflua. No es superfluo que en la ciudad exista una Ley de Amparo que reglamente el Artículo 14.

Nino tiene una muy interesante discusión en el libro que se llama La Constitución de la democracia deliberativa, donde pregunta si la Constitución es superflua y acerca de la paradoja de la superfluidad de la Constitución. Si ya están todos los principios establecidos –la racionalidad de los hombres, los Derechos Humanos, el derecho de gentes, etcétera–, ¿para qué necesitamos la Constitución?

Yo creo que podemos preguntar lo mismo en este caso: si supuestamente ya existe el amparo en el Artículo 14, ¿para qué necesitamos la ley? La necesitamos para evitar un montón de situaciones e incertidumbres jurídicas, para la construcción de una doctrina uniforme que nos permita mirar el funcionamiento de este instituto en el futuro, para garantizar la defensa en juicio, para impedir enormes arbitrariedades que podrían suscitar la captura de la buena fe del juez frente a situaciones aviesas, muchas de las cuales hemos visto y vemos en la ciudad; y aquí se citaron algunos casos. Hay quienes acuden a los tribunales alegando razones muy altruistas y el juez, de buena fe, concede medidas cautelares y avanza sin tener en cuenta que la ciudad –y muchos terceros– van a ser perjudicados por la decisión que se tome. Sería bueno poder vislumbrar esa situación.

Sra. Magrini.- Doctor Zbar: le quedan dos minutos de su tiempo.

Sr. Zbar.- Voy a plantear algunas pastillas de Derecho Constitucional, aprovechando el honor de poder estar en el panel con tan distinguidos profesores.


Hanna Arendt, en su famoso libro Sobre la revolución, compara la Revolución Americana con la Francesa y dice que la Revolución Francesa fracasó porque traía una maravillosa carta de derechos, pero no organizaba el poder. Y llevó varios años de dictadura –a mi lado está el gran “afrancesado” Daniel que me podrá corregir​​​ si me equivoco​–, hasta llegar a la Tercera República Francesa; aproximadamente, hasta 1870, no pudieron encarrilarse las instituciones democráticas constitucionales en Francia, porque la Revolución había pecado de ingenuidad al creer que bastaba con proclamar los derechos individuales sin organizar el poder.

La Revolución Americana hizo lo contrario: organizó el poder para lograr la Confederación, creyendo que dictando una Carta de Derechos lo que se hacía era limitarlos; pensaban que era inaceptable limitar los derechos individuales, porque pertenecían a los hombres por su naturaleza. Entonces, cualquier cosa que se escribiera iba a ser limitativo, y eso iba a ser intolerable. A poco de andar se dieron cuenta de que era imposible gobernar una República si no escribían los derechos individuales, porque ni siquiera tenían previsto cómo manejar el nivel de discrecionalidad judicial que se generaba; y así es como surgieron las famosas enmiendas que plantea el Derecho Constitucional Americano, que les permitió, sin solución de continuidad, llegar hasta nuestros días.


Yo creo que es fundamental volver a rememorar y a revisar los principios básicos del Derecho Constitucional al momento de resolver este debate sobre si es o no necesaria una Ley de Amparo, debate que creí, hasta que intervino Daniel Sabsay, que era superfluo.

La intervención del diputado Olivera, la verdad que me pareció maravillosa; por lo bajo decíamos “se jugó”, cuando dijo que al concluir estas jornadas iba a haber un proyecto que por cierto iba a abrevar en el trabajo que viene haciendo la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad, para ser discutido en comisión y rápidamente ser llevado al recinto; me parece fundamental volver a mirar cuál es el rol de los jueces; en dónde los jueces pueden maximizar su rol constitucional y cumplir con la función que se les ha asignado, y cuál es el rol de los legisladores.

El Derecho Constitucional nació en el principio de separación de los poderes, pero básicamente quería decir que quién hace las reglas no es quién las aplica. El que establece las reglas de juego es diferente que aquél que se encarga de resolver los conflictos individuales. En ese sentido, me parece que para preservar y enaltecer el rol de los jueces es imprescindible ese fantástico poder contramayoritario que tienen para ir en contra de las decisiones de los legisladores o de la administración, cuando consideran que hay un derecho que está siendo amenazado, siempre y cuando lo ejerzan con ciertos límites básicos y fundamentales.

Muy rápidamente voy a mencionar algunos de los que apunté antes de venir. El primero es la racionalidad que, por otra parte, está consagrada en nuestra Constitución Nacional y que deviene además del sentido común. La racionalidad en cada caso y la racionalidad en la decisión de cada caso, pensando en el sistema en su conjunto. Para esto es importante que los jueces abreven en doctrina jurídica, que sea intelectualmente imparcial. Sobre la doctrina que se pueda sentar sobre el amparo, actualmente, ni el doctor Sabsay ni yo –probablemente– seamos intelectualmente imparciales, porque somos usuarios del sistema. Entonces, como dije al principio, tomen todo lo que digamos con mesura. Pero es fundamentalmente el juez que toma distancia hasta de sus propios intereses. La mesura, la moderación o la prudencia por parte de los jueces también es un atributo fundamental para preservar su poder contramayoritario y, por otra parte, eso está escrito en la ley, para la organización de la Justicia.


Luego existe el control que los jueces reciben o de los que son objeto por parte de todos los que leemos sus sentencias y las reproducimos en las aulas y el control externo que ejerce la Legislatura y de quienes están a cargo de esa tarea.


Me excedí en el tiempo de mi alocución, de manera que quiero cerrar haciendo una invocación a la autonomía, porque me parece que, como dijo recién el doctor Sabsay –con el que coincido– el fallo Mendoza, el fallo Ricachuelo preocupan; ayer comentábamos esta cuestión, porque contiene un párrafo que no se entiende, porque dice que a la ciudad no le corresponde el recurso ordinario ante el Tribunal máximo de la Nación, porque no es una provincia; dice eso con todas las letras. Lo leí varias veces y no entiendo exactamente por qué la Corte hace esa consideración hasta el punto de decir a rajatabla que ese recurso que todas las provincias tienen ante la Corte Suprema no lo posee la Ciudad –sin decir por qué– ya que no es una provincia. Y esto que estamos discutiendo no es baladí para la autonomía. Que la ciudad pueda a través de sus representantes populares dictar una Ley de Amparo y que el sistema judicial de la ciudad se ordene en los pocos fueros que hasta ahora tiene y desde ese ámbito mostrarle a la Nación de lo que somos capaces de desarrollar en un sistema judicial protector de los derechos individuales y que ese sistema como tal, que está ordenado pueda generar líneas con visión a futuro, que comprendan a la totalidad de la ciudad, no sólo respecto de un caso puntual, creo que es fundamental.


Le agradezco a la Presidencia de la Comisión de Asuntos Constitucionales, al Presidente de la Comisión de Justicia, a la Presidenta de la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad por esta invitación y a todos los presentes. (Aplausos)
Sra. Magrini.- Vamos a abrir el diálogo para quienes quieran hacer alguna pregunta.


Para romper el hielo, y en virtud de que tenemos la oportunidad de hacer preguntas a tan importantes profesores, me voy a atrever a hacer la primera consulta.


Como usuaria del sistema, a través del uso del amparo como herramienta para la protección de los derechos, en alguna oportunidad tuve la necesidad de representar a personas que querían impedir la demolición de la ESMA; nada más ni nada menos que de ese paradigmático edificio de esta ciudad; y nos costó bastante obtener la legitimación, y sólo se consideró legitimadas a pocas de ellas, que probaron que tenían una afectación concreta.


Solicito que brevemente podamos hablar sobre si este tema de la afectación hoy en día está superado a partir de que existe la posibilidad de trabajar sobre amparos colectivos y derechos colectivos y si ya está absolutamente establecido en toda nuestra jurisprudencia o si todavía queda alguna duda sobre la legitimación que se necesita para plantear el amparo.

Sr. Vallefín.-
Brevemente, quiero plantear mi impresión del fallo.


Se plantea el tema de si la calificación de monumento histórico de un sitio le corresponde al Congreso o si los jueces le pueden asignar ese carácter. Naturalmente, los jueces no pueden sustituirse para atribuirle la condición clásica y establecida en la legislación de monumento, pero me parece que algunas circunstancias se pueden ponderar para atribuirle, a algo que todavía no contaba con la declaración, un valor cultural o histórico e impedir la demolición.


Sobre la base de esa discusión, acerca de que no había sido declarado tal, se escudaron para no admitir una legitimación amplia. Pero se refugiaron en que la destrucción podía generar perjuicios, porque eliminaría pruebas que podrían ser utilizadas, y a esas personas sí les reconocieron legitimidad. Como la legitimación fue reconocida y, en definitiva era una representación colectiva que beneficiaba a todos, el argumento utilizado –que puede ser objetado– terminó beneficiándolos.


Con anterioridad, en la Provincia de Córdoba, se planteó un caso similar, que podría haber sido utilizado para esto, con el Ministerio de Economía, que no había sido declarado monumento histórico. Los tribunales cordobeses destacaron que no era necesaria la declaración legislativa y pudieron apreciar la importancia histórica del sitio y legitimar a aquellos que se consideraron afectados.


 Muy brevemente, valiéndome de un interrogante que formulaba el doctor Lozano 
–que hacía referencia a distintos barrios de la ciudad, desde Mataderos a la Recoleta–, quisiera plantear el interrogante de cuál es la línea por la cual se debe cortar, ¿quién es afectado y quién no?

La Constitución habla del “afectado”. Uno podría decir que, en determinadas cuestiones –dejando de lado que la Constitución no se refiere al afectado personal ni directo–, hay situaciones que físicamente condicionan el estado de afectado. Si hay un estadio deportivo que genera ruidos molestos o un sitio en el que habitualmente se efectúan espectáculos musicales, será razonable acotar la legitimación a ese universo físicamente determinado. Si se encuentra en discusión la demolición o la afectación de un sitio histórico que involucra a una comunidad pequeña, del que en general sólo tienen conocimiento los habitantes de ese sitio y que el resto del país ignora, sería razonable legitimar a los habitantes de ese sitio. Para dar un ejemplo evidente, los habitantes de una ciudad que reclaman o se oponen a la demolición de un edificio al que ellos le reconocen valor histórico, serán los únicos legitimados en esa situación; pero si se trata de la demolición del Cabildo, para borrar toda herencia colonial del país, pareciera que todos los argentinos estamos a la misma distancia y legitimados para cuestionar esa decisión. Hay situaciones absolutamente incuestionables, como la del afectado personal y directo; es la situación del que vive al lado.

Hay un precedente que involucra a la Ciudad de Buenos Aires; el caso se llama María Leticia Seiler contra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. El problema estaba en un terreno que le pertenecía al Municipio y que estaba en estado de abandono. La actora tenía una vivienda en las cercanías, en el barrio de San Telmo, y sostenía que el estado en que se encontraba el terreno la afectaba. La Cámara Civil que intervino en el caso ordenó un reconocimiento judicial; asistieron las partes y el representante de la Municipalidad: vieron y olieron. Olía mal; desde la casa de la actora se olía mal, y ése era el título que la legitimaba.


El vecino de San Telmo, Palermo o Recoleta tendría la misma legitimación. Pero pareciera que hay un sitio en el que hay que cortar el grado de afectación. Dicho de otro modo, la legitimación puede ser pensada como un instrumento de política judicial. Los jueces, en determinado momento, cuando la afectación se va haciendo más débil, cortan. Dicho con las palabras de la Corte de los Estados Unidos, la legitimación es un instrumento que los tribunales utilizan para no resolver casos difíciles y cortarlos en determinado sitio. Son todas variantes del mismo problema.

Sr. Lozano.- El problema de la legitimación es muy difícil de abordar en dos minutos; diría que es imposible. Pero es necesario, cuando uno quiere entender de qué se está hablando, considerarlo en relación con dos instituciones más que están habitualmente en las constituciones. Uno es el derecho de defensa, que es esencialmente el de todos aquellos que quedan afuera del proceso y no son oídos, pero cuyas situaciones –a veces similares a las de los que están adentro del proceso– son afectadas por la decisión judicial.


La segunda es la estabilidad de la cosa juzgada o el alcance que se le pretende dar, porque los jueces tenemos –para bien o para mal– la capacidad de establecer lo único que es absolutamente imposible de alterar. La sociedad trata de que la palabra de los jueces sea inalterable por decisiones posteriores, aun de los mismos que la emitieron. Es decir, mientras los órganos administrativos pueden corregir, los jueces, una vez que dieron su palabra, ya no la pueden cambiar. Es cierto que puede haber recursos, pero alguna vez alguien dice la última palabra y ahí se zanja la cuestión para siempre.

Hay que tener mucho cuidado con cuál es la situación que uno “congela”, porque corre el peligro de cerrar el arcón y tirar la llave al río; hay que tener cuidado de quemar las naves, porque se impide la retirada y, en una de esas, los Aztecas nos ganan.


En primer lugar, creo que es absolutamente claro que la sociedad que nosotros vivimos –no sé cómo será el día de mañana– ha exigido mayor número de decisiones judiciales, especialmente aquéllas que controlan a los órganos políticos. Esto no es a favor del ejercicio de la voluntad popular –es más, quizás sea en contra–, pero probablemente sea porque no estamos del todo satisfechos con lo que hacen nuestros representantes y porque no tienen un control del tipo “objetivo”.

Parece bastante claro que hemos pasado de una época en la que a los tribunales iban a parar solamente los derechos individuales –y en esto era muy fácil saber quiénes tenían que defenderlo: sus titulares– a otra en la que hay muchos reconocimientos de derechos de incidencia colectiva, por varias fuentes que no me parece que tengamos que tratar aquí.


Hace un rato el constitucionalista y amigo, el doctor Daniel Sabsay, dijo que hay que buscar herramientas para no frustrar al que va al tribunal a pedir por un derecho de incidencia colectivo, teniendo el cuidado de poder convocar al mismo pleito a todos aquellos que estén interesados del mismo modo o más. Me parece que lo que nos señala es que tenemos que tener cuidado de buscar herramientas que salven el derecho de defensa de aquellos que puedan estar afectados o que se aspira a afectar con la decisión, convocándolos, no echando la causa fuera de los Tribunales. Espero haber entendido bien, ya que creo que ésta es una propuesta muy constructiva.

En realidad, cuando creemos que es un caso que debe ser atendido por los jueces, nos debemos plantear a quiénes debemos convocar al Tribunal para exponer ante el juez. Lamentablemente, a veces nos damos cuenta de que no es factible, y debemos dejar algunas situaciones por fuera de los tribunales, pero tenemos que aspirar a que sean las menos posibles, porque es evidente que la sociedad reclama decisiones judiciales.


También está claro que en algunos supuestos vamos a tener que hacer que la cosa juzgada se debilite un poco, porque nosotros no les podemos imponer decisiones a las generaciones venideras, así que hay que tener mucho cuidado con estas soluciones de tipo judicial, que no se van a poder modificar nunca más, y que lo único que se puede hacer es incumplirlas. Especialmente, si hay un valor en el sistema para no cumplirlas.


Creo que para estos fines es muy significativo lo que pueden hacer los mecanismos legislativos, dándole a los jueces reglas de convocatorias ordenadas y adecuándolas a la finalidad que debe presidir todo proceso judicial, que es asegurar que haya un debate pleno y sereno de la situación acerca de la cual se va a tomar una resolución final.


Muchas gracias.

Sr. Zbar.- Para no abusar del tiempo, voy a ser muy breve. Además, coincido con lo que se viene diciendo hasta ahora.

Voy a agregar un dato: estoy muy a favor de la más amplia legitimación para la interposición de amparos colectivos, pero en este poco tiempo, desde el lado de la Procuración, advertí un par de casos –seguramente hay muchos más– en donde personas jurídicas de extrema dudosa seriedad –incluso, algunas de ellas seriamente jaqueadas por el organismo de contralor, pero no puedo ser más específico–, mientras intentaban perfeccionar su status jurídico, realmente complicaban de gran manera la posibilidad de la ciudad de avanzar en decisiones democráticamente tomadas, incluso, con un perjuicio enorme para el erario público.


Entonces, en cuanto al tema de la legitimación, que debe ser a mi juicio considerado de la manera más generosa posible y teniendo en cuenta la cuestión de los terceros involucrados –incluso, como se acaba de plantear, de los que en el futuro pueden estar involucrados–, llama la atención cómo quienes se arrogan una representación –inclusive, desde personas jurídicas– pueden efectivamente acreditar que allí hay una situación de democracia real y de funcionamiento institucional en el ámbito privado. Es decir que realmente lo que se ve, refleja lo que es: la decisión de un grupo de personas, y no una mera cáscara, que esconde intereses de los más oscuros o un posicionamiento que pretende que la ciudad se arrodille a negociar frente a alguien que logró ponerla en jaque frente a cuatro o cinco instrumentos espurios.

Sr. Sabsay.- Voy a ser sumamente breve porque, de alguna manera, ya se ha dicho lo básico y, además, yo ya abordé el tema.


En cuanto al tema de la legitimación, creo que hay que tener en cuenta que el Artículo 14 da una enorme amplitud.

Como en todos los temas en los que hay personas que ejercitan este tipo de instrumentos u otros, todo tiene que estar sujeto al examen de la razonabilidad. Ahora, si al mismo tiempo es un tema colectivo, hay que ver el modo de resolver los efectos de la cosa juzgada y la correcta presentación de los distintos intereses, sean de clase, grupo o lo que fuere. De lo contrario, nos podemos encontrar con que lejos de defender un interés colectivo, en realidad, y de manera disfrazada, estamos satisfaciendo un interés mezquino, de tipo particular. Un ejemplo de ello sería lo que nos contaba Agustín, aunque no conozco los detalles, y quizás ahí la ley podría clarificar muchísimo e, inclusive, dar economía procesal.

Sra. Magrini.- ¿Alguna persona desea formular una pregunta?

Sra. Asistente.- Quiero hacerle una pregunta al doctor Sabsay, que fue profesor mío.

- No se perciben las palabras de la oradora.

Sra. Asistente.- La pregunta es: ¿dónde está el temor de regular o crear una ley que reúna los aspectos procesales?

Sr. Sabsay.- De alguna manera, mi presentación fue en ese sentido.

En primer lugar, planteé mis temores anclados en lo que desde el doctor Olivera hasta ahora prácticamente todos relataron; es decir, la creación pretoriana del amparo, la restricción a través de una reglamentación y muchas otras experiencias de ese tipo, inclusive en provincias, en donde las reglamentaciones, lejos de facilitar un mayor potenciamiento de los contenidos dogmáticos de la Constitución, han tendido mas bien a darle la razón al príncipe.


Ahora bien, luego dije que hay varios temas de tipo procesal, a los que debería restringirse una eventual ley, que seguramente sería importante que se clarifique; y aclaré cuáles eran. Inclusive, en cuanto a la legitimación, también entiendo que hay una cantidad de temas que podrían clarificarse a través de una ley, con lo cual, como usted ve, no tengo una posición absolutamente renuente.

Realmente, me parece importante tomar en cuenta cuáles podrían ser los inconvenientes si no se respeta lo que yo llamé como techo ideológico de la Constitución de la Ciudad y la evolución, más allá de los distintos matices generales, de juzgado a juzgado, porque creo que ha habido una evolución que, a mi entender, ha interpretado bien el contenido de la Constitución.


Además, esta herramienta ha sido muy útil –espero que el señor Procurador me disculpe– frente a los escasos controles y al mal uso del poder de policía –o nulo– de los distintos niveles de gobierno. No quiero referirme a la ciudad, sino que esto se da en forma general.

Por lo tanto, muchas veces, la omisión del ejercicio del poder de policía genera la proliferación de amparos colectivos. Ante esto, quienes somos usuarios desde organizaciones de la sociedad civil, nos sorprendemos de que, en realidad, nos transformemos en una suerte de procuradores ad hoc de aquello que los ministerios públicos y las procuraciones deberían exigir que se cumpla pero que, desgraciadamente, no se hace, con los resultados funestos que todos conocemos.

Entonces, ése es mi temor: que haya una ley que se desquicie y que, lejos de facilitar estos aspectos procesales y vistos desde una visión ideológica realmente lógica y razonable, se incurra en la tentación de que hay que cortar el número de juicios porque no se soporta o porque hay que defender solapadamente otros intereses.

Me permito decir que, a veces, sorprende cómo determinadas empresas privadas que incurren en ciertos incumplimientos, son tan poco controladas por el poder público.


Como constitucionalista, me animo a tratar otro tema: ¿no será que habría que controlar un poquito más cómo se financian los partidos políticos? Lo dejo planteado para que lo piensen. (Aplausos)
Sr. Lozano.- Si bien no me preguntaron a mí, el comentario sobre el temor “me tocó”. 

Realmente, no le tengo temor a la reglamentación legislativa. Es más: creo que sería muy sana. Sin embargo, también creo que habría que reconocer que la vida encuentra siempre su cauce. Fíjense que la Ley 16.986 –no me asusta llamarla ley; me da lo mismo–, fue un acto de un poder que visiblemente quería contener la tutela de los derechos en los tribunales; y encontró rápidamente la declaración de su propia inconstitucionalidad en la Corte. Es decir, la regla mediante la cual no se podían declarar inconstitucionales los procesos de amparos y la “limpiaron” declarándola inconstitucional.


Por ello, a lo que está apuntando el doctor Sabsay es a lo siguiente: probablemente, haga falta cuidar la reglamentación como una limitación a los jueces, para que ellos encaucen bien los derechos y no se vea como una limitación a los derechos. Si son sabios y prudentes, vamos a tener una ley fantástica. De lo contrario, lamentablemente, esto nos pondrá en una camisa de fuerza muy embromada, porque lo que por encima de todo vale es el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad. Por eso, cuando uno legisla, primero se debe cumplir lealmente con los mandatos constitucionales. Cualquier otra cosa nos coloca en una situación de esquizofrenia ante los que tienen que impartir justicia.

Sra. Magrini.- Lamentablemente, nos hemos pasado de la hora estipulada. En este horario ya debería estar exponiendo el próximo panel. Solamente voy a permitir hacer una pregunta más, si es muy breve.

Sra. Asistente.- Seré muy breve.


Me gustaría adherir a la idea del techo ideológico, tema que comparto totalmente con el doctor Sabsay. Considero innecesaria una ley acerca del amparo, con la necesidad de emprolijar la defensa de la ciudad en los tribunales porteños. Eso se puede hacer en el Código Procesal.

Sr. Sabsay.- En realidad, eso es más una observación que una pregunta. Es muy interesante su planteo y debe tenerse en cuenta.


Sin dudas, si estamos hablando de que sólo lo procesal debería figurar en una Ley de Amparo, ¿hasta qué punto, como técnica legislativa coherente, no sería importante ver si no habría que completar estas reglas en un capítulo del Código de Procedimientos Contencioso, Administrativo y Tributario de la ciudad? Es un tema que debería estudiarse. Ahora no me animo a contestar, porque debería ponerme a trabajar.


Me parece muy inteligente e interesante la observación de la doctora.

Sr. Lozano.- Ante todo, les quiero pedir perdón por haber usado lo que en realidad debió haber sido su tiempo. Sin embargo, después traté de salvar la situación y permitir su pregunta.


Ahora quiero decir sólo una cosa: ojo que la reglamentación no es sólo para proteger al Gobierno; en realidad, la reglamentación también puede estar protegiendo el derecho de otros individuos que quedan por fuera del juicio y a los cuales el gobierno representa. Pero, a veces, los representa sin armas suficientes, porque no tiene interés individual en el asunto.


Por lo tanto, no pienso sólo en la protección del Gobierno. Además, recuerden que en casi todos los amparos empiezan a aparecer personas privadas, como codemandados o parte de alguna forma.

Sra. Magrini.- Agradezco a los expositores. (Aplausos)
- Es la hora 19 y 10.

- A la hora 19 y 25.

Segundo panel: Trámite procesal del amparo

Sra. Menéndez.- Continuando con el panel de la tarde.

Vamos a abocarnos al trámite procesal del amparo. Los panelistas van a ser Javier Levena, Fernando Juan Lima y Fernando Lodeiro Martínez. En principio, iba a exponer el Secretario de Legal y Técnico del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, pero en su reemplazo está con nosotros Javier Levena, Subsecretario de Coordinación Legal de la Subsecretaría Legal y Técnica del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Exposición del doctor Javier Levena

Sra. Menéndez.- Antes de darle la palabra al doctor Javier Levena voy a leer sus antecedentes: es abogado, egresado de la Universidad de Buenos Aires, fue Director General de la Comisión de Educación de esta Legislatura y luego Director General de la Comisión de Asuntos Constitucionales de esta misma casa; actualmente, como dije, se desempeña como Subsecretario de Coordinación Legal.

Sr. Levena.- Buenas noches a todos.


Respecto de la situación de amparo, me desempeñé como Director General de la Comisión de Asuntos Constitucionales, entre los años 2000 y 2003. Ya en aquella oportunidad habíamos debatido proyectos que se habían presentado sobre la materia y habíamos también realizado algunas jornadas de debate similares a ésta.


Respecto del objeto del panel, sobre la cuestión del procedimiento, voy a ser bastante breve porque considero, en principio, que hay toda una historia con relación a la formulación, en términos jurídicos, del amparo, que está vinculada con lo que nos sucede hoy a nosotros en la Ciudad de Buenos Aires.


El amparo, antes de estar de alguna manera expuesto en una norma escrita, fue recibido por los tribunales, que lo fueron usando como remedio para determinadas situaciones, para las que no existía otra alternativa procesal. Es decir que, antes que en la ley, el amparo existía en el procedimiento generado por los propios jueces.


Entre los años 2000 y 2003 nosotros discutimos la necesidad de reglamentar o no el amparo en la ciudad y una de las conclusiones a las que arribó la comisión fue que, obviamente, en principio, hay que detectar si existe o no una necesidad de reglamentar. A veces, con el ánimo de generar leyes –sobre todo cuando uno trabaja en el Poder Legislativo cuyo trabajo, obviamente, es producir normativas–, uno cae en el error de legislar sobre cuestiones sin necesidad, y complica así una situación inútilmente.


En aquel momento había bastantes divergencias. De hecho, no por nada el cuerpo no votó una Ley de Amparo. No fue porque no haya existido un acuerdo entre los diputados que integraban la comisión o porque no hubiera en el Cuerpo una unidad de criterios respecto de algún plazo procesal o de la legitimación activa o pasiva. Lo que pasó es que había una cuestión de fondo no resuelta respecto de la necesidad o no de reglamentar la ley. En aquella oportunidad, los jueces que habían participado de los paneles y cuya opinión habíamos requerido desde la comisión, habían manifestado que, en realidad, hasta ese momento no habían detectado, con la poca experiencia que traía hasta entonces la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, una problemática profunda o consistente que generara la convicción o, por lo menos, un criterio amplio y mayoritario, respecto de la necesidad de reglamentarla.

Y la verdad es que, tomando las versiones taquigráficas de las exposiciones de aquellas jornadas, uno nota una corriente de opinión bastante marcada, en la que los jueces de aquel momento no encontraban dificultades en el trámite de los procesos de amparo que se tramitaban ante ellos. Y señalaban que si no se encontraban dificultades, y existiendo en una norma la posibilidad de que el tema surja como producto de esa propia norma, entonces por el momento no era aconsejable legislar.


Pasaron los años y hoy aparece de nuevo el debate. Personalmente, creo que hay que retomar y seguir la línea histórica del amparo, como lo hicimos entre los años 2000 y 2003 con este proceso de debate que les estoy trayendo a la memoria.


El amparo existió, antes que en la norma, vía juzgados. No fue una solución a determinadas situaciones a las que no se les encontraba salida; no fue un vacío que vino a llenar el legislador. Por el contrario, fueron situaciones que encontraron un camino a través de los juzgados y de los jueces que, en aquel momento, daban su interpretación de cómo solucionar los casos de determinados derechos afectados y aún sin Ley de Amparo.


Después esto fue receptado, primero, normativamente y, luego, en las constituciones. Más tarde, a medida que el derecho avanzaba y se generaba el concepto de interés difuso, se tomó la posibilidad –y hoy se encuentra legislado en la propia Constitución– del amparo colectivo. Pero estas nuevas modalidades son anteriores.


Por lo tanto, y como conclusión, considero que este debate debería estar más focalizado en las situaciones que encuentran los propios actores que generan justicia y que dictan sentencias, para ver así los casos concretos por donde el legislador tiene que transitar. No deberían embelezarse o enceguecerse –no sé bien cómo sería el término–, creyendo que existe una necesidad de reglamentar desde el espacio del legislador.

Resulta atractivo para el legislador sacar leyes porque, evidentemente, es su función. Sin embargo, respecto del contenido y de la necesidad o no de la ley, me parece que hoy deberíamos tener otro lugar desde el Poder Ejecutivo.

Yo estuve 20 años en la Legislatura y creo que desde la Legislatura habría que tener una actitud de escucha hacia los actores de la Justicia.


En cuanto al procedimiento, me resulta más interesante el tema del amparo colectivo y la legitimación activa en estas cuestiones, por lo menos como punto de discusión.

Creo que hoy nos encontramos frente a circunstancias bastante especiales. Si bien creo que todos los derechos son importantes, se podría decir que los derechos afectados entran en la categoría de especiales o particulares, ya que tienen la particularidad de no tener un remedio judicial idóneo para subsanar la lesión o la amenaza existente.


Cuando aparece la idea de interés difuso y se empieza a trabajar el concepto de amparo colectivo en determinadas situaciones previstas en las constituciones, se genera un ámbito que busca determinar el rol del legitimado al interponer una acción. Es ahí donde me parece que deberíamos centrar el debate, porque considero que si bien, prima facie, frente a la calidad del derecho afectado lo importante es subsanar la situación, probablemente, la necesidad de intervenir en estos casos es superior aún al hecho de quien lo presenta. Esto forma parte del derecho; siempre debe haber una legitimación, y ésta debe estar fina y claramente determinada.


Creo que todo esto también está relacionado con un proceso que de alguna manera ha sufrido nuestro país: la degradación institucional, que no viene al caso comentar porque no es el objeto de este debate. No obstante, creo que hay diversas instituciones que han entrado en crisis en los últimos años y esto tiene repercusión en todos los ámbitos. Por ejemplo: la degradación de algunos aspectos de la institución judicial y de los partidos políticos. En el caso de los partidos políticos, creo que existe una lógica que, en algunos casos, busca generar políticas a través de la Justicia; esto genera también la posibilidad de prenderse en la búsqueda de objetivos políticos a partir de institutos como el que estamos tratando.

Entonces, uno empieza a dudar y a percibir la necesidad de transparentar la situación general. De alguna manera, el derecho está fijado para que concurran los afectados. Cuando surge el caso del amparo colectivo, ya no hablamos de una persona sino de un conjunto de personas indeterminado. Ahora bien, el reclamante debería estar fijado con precisión para abrir en el procedimiento el tema de la legitimación.

Yo creo que en esto tiene que ver, en gran medida, algo que percibo particularmente. Ciertas instituciones se vienen degenerando, en términos generales y particulares con la política y muchas veces no hay instrumentos a la mano. Los instrumentos que había, como los partidos políticos que conocimos hasta hace algunos años, de alguna manera están degradados; entonces, en vez de buscar reformular el sistema democrático a través de los partidos –mejorarlos, generar otros nuevos que sean serios, que sean superadores de los existentes, etcétera–, buscan alternativas más mediáticas como puede ser aparecer un día con una sentencia o queriendo interponer una sentencia. Esto, incluso sin importar mucho el resultado final, porque muchas veces el impacto se logra al concurrir a los Tribunales, porque después nadie se fija qué pasó con esa sentencia.

Pero esto es algo que me parece al menos a mí, que vengo de un debate en el seno de la Legislatura, donde coincidimos en la no conveniencia de dictar una ley de la ciudad que reglamente la acción de amparo.

Asimismo, creo que habría un foco de debate muy interesante en el tema de los plazos. La celeridad en busca de la eficacia está delimitada por la propia Constitución. Probablemente, este punto debería ser producto de un debate muy interesante en el que se lo precise y delimite, para no generar una justicia funcional, que no persiga la búsqueda de un resultado que sea la rectificación de una situación que está generando una amenaza o una lesión a un derecho, sin otro remedio constitucional más idóneo para cubrirlo.

Dada la hora, y para no quitarles más tiempo, aquí me plantaría. En un paneo general, es en el procedimiento donde encuentro el espacio más concreto para trabajar desde la Legislatura y donde creo que el debate va a ser enriquecedor, incluso en lo ideológico.

Exposición del doctor Fernando Lodeiro Martínez

Sra. Menéndez.- Corresponde que haga uso de la palabra el señor Fernando Lodeiro Martínez.

Actualmente, es el defensor oficial ante los juzgados en lo contencioso administrativo y tributario, cargo al que accedió por concurso. Es abogado, egresado de la Universidad de Buenos Aires. Fue funcionario del Juzgado en lo Contencioso Administrativo Federal. Es profesor adjunto ordinario de Derecho Administrativo en la Carrera de Abogacía de la Universidad Argentina de la Empresa, profesor colaborador en la especialización de Derecho de la Regulación de Servicios Públicos de la Universidad Austral. Asimismo, es presidente del Colegio de Magistrados Integrantes del Ministerio Público y Funcionarios del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Sr. Lodeiro Martínez.- Antes de entrar en el tema específico, que es el tema procesal del amparo, quería decir sólo dos cosas respecto de lo que estuve escuchado, que provocaron mi preocupación.

Una tiene que ver con ciertas expresiones que se usaron en el panel anterior, cuando uno de los ponentes mencionaba que la Ley de Amparo debía limitar a los jueces. Esto me asusta. Las palabras no tienen un significado aleatorio, y cuando provienen de tan alto magistrado más preocupación me causan. Si se va usar la reglamentación para limitar a los jueces, quiero decir que ésta no fue la idea con que nació este proyecto desde la Asociación de Derecho Administrativo; justamente la intención es reordenar, no diría la desprolijidad sino el cause que debían tener las diversas opiniones de los jueces de primera instancia. La idea nunca fue la de limitar. Justamente, si uno piensa que las enmiendas son para limitar, creo que erramos el camino. Ésta es la primera cuestión.

La segunda, tiene que ver con el tema de la legitimación, de la que tanto se habló en el panel anterior. De acuerdo con mi humilde entender, también equivocamos el camino si lo que vamos a analizar de entrada es al proponente de la acción y no si tiene un derecho vulnerado. Creo que estamos dando vuelta las cosas de nuevo. Volvemos a examinar a la persona que promueve el amparo y no si tiene un derecho vulnerado. Creo que también nos equivocamos si arrancamos por ese lado.

Este no era mi tema, pero no podía dejar de decirlo, porque son cosas que quedan y hace falta expresarlas.


El tema del procedimiento lo venimos viendo con mi amigo Fernando Juan Lima desde que éramos funcionarios en la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal, donde nos tocaba proyectar las sentencias de amparo y donde ya veíamos los innumerables problemas procesales que tenía la ley o el decreto de facto, como quieran llamarlo, 16.986. Me refiero a problemas vinculados con dos o tres puntos que después va a desarrollar Fernando, pero que básicamente tienen que ver con la aplicación de los plazos: si 48 ó 24 horas. Muchas veces esos plazos de horas se notificaban por nota, entonces, se generaban sentencias y apelaciones cuando en realidad no eran apelables. Y se planteaban un sinnúmero de circunstancias que veíamos a diarios en nuestro quehacer. Esto se replica cuando venimos acá y ejercemos una función distinta: Fernando como juez y yo como defensor oficial.

El trabajo que tanto nombraron hoy –de las doctoras Maletti y González Castro– fue hecho sobre la base de lo que diariamente ellas sufrían al litigar en cada uno de los doce juzgados; las dos pertenecían a la defensoría oficial y su preocupación derivó en ese trabajo, porque les decían: “En la Secretaría tal hay que hacerlo por oficio; en tal otra por cédula; acá tenemos dos días para apelar; acá cinco días; hay que fundarlo en primera; hay que fundarlo en segunda”. Todo eso nos dio la pauta de que algo había que hacer.

Coincido con que al principio todos pensábamos que no era necesaria una ley y que había que caminar los Tribunales para saber cuál era el verdadero contenido que tenía que tener la norma. Y lo bueno, como comentó al principio Mabel, es que pudimos juntarnos todos los que actuamos en este tema del amparo. Y en ese sentido logramos que se juntaran abogados particulares como la doctora, que tiene que caminar sola los doce juzgados; 
nosotros somos pocas personas y también caminamos los doce juzgados, aún dentro del Poder Judicial; pero se juntaron los jueces, los camaristas y los abogados de la Procuración; y logramos coincidir –lo cual no es fácil en un país como el nuestro y en una ciudad como la nuestra–, en puntos básicos provechosos para todos: para los abogados particulares, para el Ministerio Público, para los jueces y para la Procuración; son reglas básicas que no llegaban a limitar a los jueces, sino a ordenar, para que todos los conozcamos de antemano y no tener que leer el primer auto de cada uno, muchos iguales y otros con pequeñas comas cambiadas de lugar, que nos pueden dar una visión distinta de las cosas.

La intención no fue la de regular las cuestiones de fondo: no regular la designación, no regular los plazos de caducidad, sino sólo aquello que nos permitiera trabajar a todos con reglas claras y precisas al momento de desenvolvernos en el transcurso diario de nuestra tarea.

Este proyecto de ley que nació en la Asociación tiene que ver con el trabajo mancomunado de todos aquellos que día a día veíamos cuáles eran las coincidencias y cuáles las diferencias en cada uno de los juzgados –también como dijeron los miembros del panel anterior–, porque a veces en cada Secretaría se da, aunque parezca increíble, que cada una hace las cosas de manera distinta, una de la otra.

Esto lo digo a modo de presentación.

Vamos a escuchar la exposición del colega Fernando Juan Lima, que me va a permitir interrumpirlo, si quiero hacerle una pregunta. Creo que lo bueno de esto, para aquellos que tuvieron la oportunidad de leer el proyecto, es que pueden formularse preguntas. Porque uno puede decir muchas cosas, pero el intercambio sirve para el enriquecimiento.

Muchas gracias. (Aplausos)
Exposición del doctor Fernando Juan Lima

Sra. Menéndez.- Voy a presentar al siguiente expositor.

Se trata del doctor Fernando Juan Lima, que vino con Fernando Lodeiro Martínez. Es también abogado de la UBA. Actualmente es juez en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires; juez de primera instancia, cargo al cual también accedió por concurso. Fue funcionario en primera y segunda instancia en lo Contencioso Administrativo Federal y es profesor de grado y de posgrado de la Universidad de Buenos Aires y en el posgrado de Derecho Económico de la Universidad Católica Argentina.

Sr. Lima.- Buenas noches, muchas gracias.


Me sentí presentado por mi amigo Fernando, con quien venimos trabajando en la Justicia Federal y pasamos los concursos juntos. En esa época ya nos mentaban como Batman y Robin, aún cuando nos peleábamos para no ser Robin (Risas)

Si me quieren hacer cualquier pregunta, pueden interrumpirme. La idea es hablar lo menos posible, sobre todo a esta altura de la noche.


Como bien dijo Fernando, vale la pena poner en el cause adecuado cuál es la idea en la que trabajamos –yo también participé en la comisión de la Asociación de Derecho Administrativo de la Ciudad– al momento de pensar en una ley regulatoria de la acción de amparo.


Cuando comenzó a funcionar el Fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad en el año 2000 –hace casi seis años–, el primer problema que se nos planteó, como bien dijo la doctora Daniele, fue establecer qué normas procesales se debían aplicar con relación a la acción de amparo. Y, en este sentido, al menos los jueces de primera instancia, resucitamos el mismo problema que se planteó en el orden federal con la reforma constitucional acaecida en 1994, que dio lugar al conocido fallo plenario Capisano de Galbi, de Civil y Comercial Federal, en cuanto a si el Artículo 14 implicaba una derogación in totum del Decreto-Ley 16.986 o si algunas normas continuaban vigentes. En este punto no sólo existen cuestiones jurídicas, sino axiológicas e ideológicas que tienen que ver, como ya se dijo anteriormente, con la aplicación de una norma de facto que en principio parece contraponerse bastante con el generoso diseño del Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad.

Básicamente, lo que se hizo en primera instancia fue establecer una especie de procedimiento específico donde puedo advertir cuatro puntos principales que implican soluciones diversas respecto de las vigentes, en virtud de la aplicación del Decreto-Ley 16.986. Esto tiene que ver con la no aplicación del plazo de caducidad, al menos de manera estricta. En ese sentido, se hacía referencia a razonables pautas temporales y siempre se aplicó con criterio restrictivo, tanto en lo atinente al plazo de caducidad en particular, como a la posibilidad de rechazo in límine de la acción de amparo. Al haber un traslado de la acción, en lugar de requerir el informe, esto es considerar parte a la administración demandada, y en consonancia con este punto, se aplicaban los principios generales en lo referente a la imposición de las costas. No se tomaba en cuenta la dispensa prevista en el Artículo 14 del decreto ley 16.986.


Por último, con respecto al tema que a mi juicio adquiere mayor relevancia, los jueces de primera instancia establecieron –pero, de todas formas, fue inmediata la jurisprudencia de las dos salas de la cámara Contenciosa de la Ciudad– que en lo que se refiere a los efectos con los que se concede la apelación, en el caso de que se interponga el recurso de apelación contra medidas cautelares concedidas, los efectos serían no sorpresivos. Esto quiere decir que la medida cautelar seguiría cumpliendo sus efectos mientras se tramitara la apelación. Éstas fueron las diferencias fundamentales en cuanto al trámite que se estableció por parte del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario.

No estamos exentos de crítica alguna, pero me parece que los casi seis años de jurisprudencia del fuero han establecido un corpus de jurisprudencia que, en esta esencia, se mantiene intacta y me parece que es la misma esencia que viene a recoger este proyecto.


Si observamos el cuadro del que tanto se ha hablado, que hicieron las doctoras Maletti y González Castro, veremos que las divergencias que pueden escandalizar a algunos –y que a nosotros también nos preocupan–, son menores. Se entiende que para quien litiga esto causa problemas reales –no quiero subestimar el tema–, pero los mayores problemas reales que hoy en día tiene la acción de amparo tienen que ver con lo decía Fernando: ¿vamos a dar un plazo de 48 horas o de dos días? ¿Qué diferencia hay en esto? ¿Cuáles son los días de notas? ¿Los martes y viernes o todos los días? Depende del juzgado y de la secretaría. Éste tipo de cuestiones, si bien generan un problema que no pretendo desconocer, son estrictamente procesales. Por eso, si ven el proyecto de ley que desde la Asociación hemos debatido y sometido a esta discusión, van a ver que no se legisla, por ejemplo, lo atinente al plazo de caducidad, y me alegra que el doctor Lozano también considere que esto es adecuado.

En este caso, el límite que podrá tomarse en cuenta es, como él dijo, el de 90 días para iniciar la acción ordinaria; en el caso de que se impugne efectivamente un acto administrativo, pareciera que este plazo no podría ser excedido. Pero sólo en ese caso. Después no se vuelve a tratar este tema.


Tampoco se trata el tema de la legitimación, porque el Artículo 14 de la Constitución de la Ciudad es claro. Tampoco se regula el tema de las costas, porque está previsto en el Código Contencioso Administrativo y Tributario. Lo que se trata de establecer es cuáles son los días de nota, cómo será el traslado y qué prueba es admisible. Se establecen plazos estrictos –en días y no en horas, para evitar estos problemas– para cumplir cada uno de los pasos procesales, incluso hasta el de proveer un despacho simple. 

Hasta ahora, si aplicamos el código Procesal, tenemos tres días para dictar un despacho simple, cuando el plazo para dictar sentencia es de 48 horas o tres días, en el caso de que se hubiera producido prueba. Acá, las providencias simples deben ser dictadas en un día. Además, se establece por primera vez, porque esto tampoco existe en el orden federal, un plazo para dictar sentencia en cámara.

Estas son las cuestiones que me parece que son importantes y formales; pero se tornan sustanciales cuando afectan la esfera de intereses de un particular y, por supuesto, de la ciudad, que tiene que articular y poder ejercer en debida forma su derecho de defensa.


Más allá de las formas, que me parece que podemos acordar entre todos los que hemos hablado hasta ahora, la idea es aprovechar la experiencia del Contencioso de la Ciudad, del Tribunal Superior de Justicia y sumar.


Uno podría pensar, repitiendo la pregunta del panel anterior, ¿es necesaria una ley o bastaría con que el Tribunal Superior dicte algún tipo de acuerdo o con que su pusieran de acuerdo las dos salas de la Cámara? En este sentido, me parece muy importante un punto que destacó el doctor Sabsay, que tiene que ver con la poca difusión de las instituciones. Aunando con lo que dije al principio, con respecto a tener que regirnos en la Ciudad de Buenos Aires por una norma de facto y el tema de la necesidad de difusión, publicidad, previsibilidad y seguridad jurídica, es importante que este tema sea regulado por una ley formal.


Cuando hablaba el doctor Sabsay, recordaba un documental checo sobre el derrocamiento de Chauchescu, que dieron en un festival de cine independiente de Buenos Aires hace unos años. Se mostraba la cuestión de la publicidad, de la participación de la ciudadanía y de los mecanismos de participación. En los días en los que Chauchescu iba a terminar como efectivamente terminó –ahorcado–, estaba toda la multitud reunida en la plaza clamando por la finalización del gobierno totalitario y, en medio de empujones, logran que un ministro salga y avise al pueblo que el gobierno había renunciado. Lo que pasó es que no había llegado la televisión y el único que estaba filmando era este documentalista que advirtió que, cuando llegó la televisión estatal, se hizo salir al pobre ministro, que ya se había resistido la primera vez, a renunciar de nuevo.


En este sentido, teniendo en cuenta la importancia de la publicidad, esto debe cumplir con los parámetros establecidos en la Constitución y debe ser regulado por una ley formal; y es una buena oportunidad para hacer terminar al Decreto–Ley 16.986 como Chauchescu o, por lo menos, para darle el último empujón para que se despida y no sea más aplicable en la Ciudad de Buenos Aires.


Muchas gracias. (Aplausos)
Sra. Menéndez.- Tal como lo han dejado planteado, sería bueno que empezáramos con las preguntas, planteos o sugerencias que existan.

Sra. Asistente.- Yo quería hacer una pregunta acerca de los motivos puntuales por los que en el proyecto de ley no se unifican criterios; por qué se adopta un criterio y no otro sobre los días de notas que, como ya se dijo, son para algunos los martes y los viernes, pero para otros son todos los días, en general haciendo lugar a consideraciones de urgencia de determinados temas sobre los que se presentan amparos.

Hay acciones de amparo presentadas por provisión de medicamentos y se ha tratado en el proyecto de ley de acelerar el trámite, pero parece que se ha limitado la facultad de los jueces para ordenar el procedimiento impidiéndoles que establezcan los días de nota.

- No se perciben las palabras de la oradora.

Sr. Lima.- El tema de que todos los días son de notas, incluso en el régimen federal, no resulta de norma alguna, sino que es una cuestión de costumbre por aplicación de una norma específica.

Sin embargo, por la experiencia de estos cinco o seis años, pareciera que el hecho de que se establezcan todos los días como de nota, lejos de favorecer a los litigantes, los perjudica, y pareciera que los letrados y las partes en general sufren esto como una carga demasiado importante, como para el control de los asuntos que tienen que llevar adelante.


Por otra parte, tenga presente que más allá de estos plazos, el juzgado siempre tendrá que despacharlos dentro del día y si existen situaciones de urgencia, como las que usted señala, lo más probable es que ya exista dictada una medida cautelar.

Por otra parte, en virtud de estas cuestiones de urgencia, el juez siempre puede ordenar en el día la notificación por cédula con carácter de urgencia.


En todos los otros casos que esto no lo amerite, pareciera que no es tan grande la dilación, y que lejos de favorecer a los litigantes, me parece que la experiencia del fuero les provoca una carga demasiado importante. En ese sentido, creo que con esta solución, no habría afectación de los particulares. Por supuesto que esto está sometido al debate y a la crítica, pero ésa fue la idea que tuvimos en cuenta.

Sr. Levenas.- Creo que al ser el único remedio, nos enfrenta de alguna manera a situaciones como la que usted planteaba, pero lo importante es que pueda operar como remedio eficaz.

El problema recae en que si hay distintos caminos desde una misma justicia, la acción queda difusa y dependerá de qué juzgado asignen. Entonces, primero habrá que averiguar cuáles son las líneas de procedimiento que sigue ese juzgado –o esa secretaría–, cuando en función de lo que estamos hablando, debería estar claro de antemano.


En el contexto general es difícil, pero éstas son las dificultades que a veces tiene reglamentar una Ley de Amparo: tratar de que el remedio sea realmente eficaz, porque probablemente, por la índole del derecho afectado, no todos los plazos deberían ser iguales.

De hecho, la Justicia opera de manera tal que visualizando la legislación provincial, algunos hasta dejan librado el plazo de prueba a un plazo más o menos amplio, según como se viene formulando el debate.

Entonces, el análisis de la legislación tiene que servir para poder unificar un criterio y circunscribirse a éste, sin entrometerse demasiado en otras cuestiones, porque me parece que puede generar perturbaciones.

Tal como dicen los actores judiciales, el problema está en que hay que clarificar los plazos y algunas circunstancias del procedimiento, y circunscribirse probablemente a ellos.

Sr. Lodeiro Martínez.- Quiero hacer otra aclaración: no nos olvidemos de que si uno tiene urgencia, puede ir a notificarse en el día que sale, así que no tiene que esperar al martes o viernes para que quede notificado. Es decir, si uno tiene verdadera urgencia, debe notificarse en el día. Esto nadie lo impide.

Sra. Asistente.- Según lo manifestado en la Constitución, el amparo en la Ciudad de Buenos Aires es gratuito.

Ahora, creo que la gran dificultad de los amparos está en el fondo, más que en la forma, porque a veces se plantean temas de orden técnico, muy complejos, que requieren de pericias importantes, como el caso que citó el doctor Sabsay, donde se consultaron ingenieros, expertos en sonido, etcétera.

Recuerdo haberme visto enfrentada a un pedido de una medida cautelar del Gobierno de la Ciudad para obligar a una anciana que se negaba a que se le efectuara una diálisis. Yo me vi en el problema de tener que decidir, sin saber qué trascendencia tenía desde el punto de vista médico, si se acataba o no la petición del Gobierno de la Ciudad. Es decir, cuando los temas son complejos, técnicos y especiales, los jueces tenemos la necesidad de contar con asesoramiento pertinente.


También he tenido experiencia con amparos en Derecho Social, y en estos casos solemos acudir a la Universidad de Buenos Aires. Realmente, sería muy útil poder acudir a los organismos de control de la ciudad, pero estos trabajan con su planificación anual y los jueces no podemos estar interfiriendo. Además, si luego hay intervención, ¿quién le paga a los externos, que a veces no provienen de organismos estatales, nacionales o locales? ¿Quién le paga a esos peritos?

Sr. Lodeiro Martínez.- Linda pregunta, Elena.


Voy a dar una opinión muy personal. Creo que algunas cuestiones podrían solucionarse a través de convenios que el Consejo de la Magistratura podría firmar con universidades nacionales –Facultad de Ingeniería, Facultad de Arquitectura– o con el cuerpo médico forense, si es que el Consejo no crea su propio cuerpo. Esta no es la solución perfecta, pero podríamos avanzar en el tema.

Ahora, si uno tuviese la tentación de aplicar la Ley 16.986, diría que si hace falta un perito, esto no es tan manifiesto. Pero yo no voy a decir esto jamás.

Por otro lado, creo que la solución está en la propia ley. En algún momento, yo he tenido algún caso donde se ha necesitado un perito y para mí la norma del Artículo 14 opera como una especie de beneficio de litigar sin gastos para el actor, con lo cual yo no tengo dudas de que quien tiene que cargar –en mi opinión como defensor– será el Gobierno de la Ciudad. Pero ésta es una opinión mitad personal y mitad funcional.


Evidentemente, soy el único que se atreve a responderte. (Risas)

- Un asistente formula una pregunta fuera de micrófono y no se perciben sus palabras.

Sr. Lodeiro Martínez.- No, como defensor siempre digo que la pata que le falta a todo esto es la participación más activa del Ministerio Público Fiscal, en todos estos temas.

Personalmente, creo que es evidente que hay una falta de actividad concreta del Ministerio Público Fiscal, que es quien representa los intereses generales de la sociedad. Pero desde mi experiencia en la Defensoría, no he tenido problemas de legitimación.

Sr. Lima.- En realidad, vos diste la respuesta antes de la pregunta.

Me parece que la jurisprudencia establecida por el propio Tribunal Superior define a la acción de amparo, en el caso de que se estén protegiendo derechos e intereses de incidencia colectiva, como una verdadera acción popular. Por lo tanto, hablar del tema de la legitimación, en realidad, nos excede.


Por otra parte, ése fue el sentido del proyecto que trabajamos en la Asociación de Derecho Administrativo. En este sentido, más allá de que comparto la respuesta anterior, cabe mencionar que tampoco se trató el tema de la prueba. Lo único que se regula es una restricción en el número de testigos. De todas maneras, el juez podrá dejarla de lado.

- Un asistente formula una pregunta fuera de micrófono y no se perciben sus palabras.

Sr. Lima.- Por supuesto. Pero estamos propugnando una solución en este sentido. 


El tema de la prueba no difiere –como bien dijo Fernando– de cualquier juicio de litigar sin gastos concedido. La realidad es que siempre termina pagando la Ciudad. No sé si eso es tan bueno pero además, esto tiene que ver con el acceso a la Justicia.

Sr. Asistente.- Como abogado, tengo el vicio de reformular las preguntas, porque cuando a uno le “rebotan” la pregunta, la reformula.


Vuelvo al tema de la legitimación. Entiendo que la guía la dieron los mismos que hablaron de la legitimación. Todos los expositores del panel anterior dijeron que la Constitución de la Ciudad, en su Artículo 14, establece un piso que no se puede perforar. Cualquier reglamentación debería ampliar ese piso o facilitarlo.


La pregunta concreta es la siguiente: ¿de qué manera se debería abrir la legislación para ampliar la legitimación prevista en la Constitución o para facilitar? Al menos yo no le encuentro respuesta a este interrogante. Parece que no se puede legislar sin vulnerar la Constitución. Si alguien tiene una respuesta, me gustaría escucharla.

Sr. Lodeiro Martínez.- Por eso no me queda más posibilidad que insistir en lo que está o no está en el proyecto. Por tal motivo, se insistió tanto en no intentar meterse en temas que estaban previstos expresamente en la Constitución. Además, la legitimación es tan amplia como la vía directa de inconstitucionalidad. Es decir, cualquier ciudadano puede pedir, cuando no tiene un derecho afectado, la inconstitucionalidad de la norma. 


Entonces, ¿para qué seguimos hablando de legitimación, si es tan amplia en la propia Constitución? Tenemos varias normas que hablan de esto.

Sra. Menéndez.- Como coordinadora “impune” de esta mesa, me gustaría dar mi opinión. 

Participé de la redacción de este proyecto junto a algunas de mis compañeras de la Procuración General, como Cecilia Salem, Macarena Gallarreta y Valeria Pomodoro. En el trámite de la discusión y la redacción, en calidad de abogados de la Procuración y representantes del Estado en juicio, resignamos algunas cosas, pero con autorizaciones expresas. Una de las cosas que, justamente, no discutimos fue la legitimación en el amparo colectivo.


De todas maneras, el tema no es la legitimación, sino la existencia de caso o controversia. El 106 sigue escrito. Muchas veces, como abogados de la Procuración, la forma de plantear las cuestiones va por ese lado. Muchas veces, en los amparos colectivos se plantean cuestiones tan bastas y tantos problemas económicos, sociales, ambientales o culturales, que son absolutamente imposible de resolver, desde mi humilde punto de vista, por parte del Poder Judicial, porque es bastante difícil que el Poder Judicial pueda dar una orden clara y precisa de qué es lo que el Gobierno debe hacer o dejar de hacer para dar respuesta a la problemática que se le plantea.


Esto no lo plantea el juez Lozano como una cuestión de legitimación en los últimos fallos del Tribunal Superior que estamos leyendo, sino como un problema de la existencia o no de caso o controversia. Ése es el punto interesante sobre el cual podemos seguir discutiendo, más allá de la cuestión de la legitimación. Es una cuestión bien interesante que de un lado o del otro, como jueces, vamos a seguir discutiendo, más allá de la reglamentación de la Ley de Amparo.


A esta altura, nosotros habíamos optado por dejar de lado la cuestión de la legitimación. Me parece que la cuestión no apunta en ese sentido. Eso es todo lo que quería decir.

- Un asistente formula una pregunta fuera de micrófono y no se perciben sus palabras.

Sr. Lodeiro Martínez.- Voy a mencionar una pequeña cuestión que sí se encuentra prevista en el proyecto de ley: los plazos se cuentan a partir de que la causa quede en estado de resolver. Eso está previsto expresamente.


Respecto de su otra pregunta, le contesto que hubo participación de todos los sectores: primera instancia, segunda instancia y Procuración. Sin embargo, esto no garantiza que los plazos se cumplan. Si a usted o a mí, como abogados, nos hacen cumplir los plazos, porque si vencen perdemos el derecho, también me gustaría...

- No se perciben las palabras del orador.

Sr. Lodeiro Martínez.- Si el juzgado o la cámara no pidió prórroga, la solución está escrita. La cuestión es usarla.

- Un asistente formula una pregunta fuera de micrófono y no se perciben sus palabras.

Sr. Lodeiro Martínez.- Por supuesto. No es que la solución no esté escrita. La solución está escrita para el caso de que un juez incumpla un plazo. El tema es saber usarla; por ejemplo, puede pedirse la pérdida de jurisdicción. O también podría pedirse un amparo contra el juez. (Risas)
Sra. Asistente.- Más que pregunta, deseo hacer casi un pedido de alerta. Temo que pase en la Legislatura lo que está sucediendo en estas jornadas. El tema de hoy era el proyecto, pero, junto con muchos panelistas, terminamos hablando de otro tema.

 - No se perciben las palabras de la oradora.

Sr. Lima.- Sobre este tema marcaría, brevemente, dos situaciones. 


En primer lugar, está el tema de la legitimación. Sobre esto ya hablé y también se hizo referencia anteriormente, no sólo en el marco de la Legislatura sino, también, en otras jornadas. Dado que siempre se plantea a la legitimación como denominador común, evidentemente, algo pasa, estén o no de acuerdo con la cuestión; todas las opiniones son respetables. Obviamente, para algunos no es tan importante y no debería discutirse pero, en definitiva, siempre se discute. No sé quién está equivocado; son opiniones y todas son respetables.


Respecto del tema del proceso de debate en el marco del Poder Legislativo, creo que tenemos una Legislatura que, por su propio reglamento, realmente hace punta en cuanto a la participación. No es que uno tenga que hacer algo para que el legislador o los asesores –los que participan del debate legislativo– no hagan determinada cosa, porque uno no está de acuerdo. Hay que verlo al revés: tenemos una Legislatura que tiene una reglamentación muy interesante respecto de la participación y cualquier persona puede intervenir; sobre todo, aquellos que forman parte de las instituciones. Cualquiera que alegue un interés puede opinar. Están legitimados para que participen activamente en la reunión de comisión por los derechos reglamentados en el Reglamento Interno de la Legislatura.

Entonces, me parece que lo ideal sería no sólo que participen en las jornadas, sino que, además, al momento de debatirse este tema hagan uso de ese derecho reglamentario y expresen su opinión.

Sra. Asistente.- ¿A través de un partido político?

Sr. Lima.- Justamente, parte de lo que yo planteé tiene que ver con el tema de los partidos políticos. Creo que es este uno de los problemas de los sistemas democráticos de hoy. ¿Existe un sistema democrático sin partidos políticos? Pero éste es otro tema que si quieren podemos discutir otro día.

Sr. Levena.- Me parece advertir en su planteo la preocupación de que este proyecto tan restringido, modesto y estrictamente procesal –que no tiene intención de avanzar sobre lo sustancial– sirva de disparador para que quienes piensan lo contrario traigan a colación requisitos de legitimación súper estrictos. 


Si bien algunos de los proyectos presentados han perdido estado parlamentario, hay muchos que aún lo detentan. En general, todos tienen una postura bastante más restringida que la que se propugna en esta iniciativa. También hay otro cuadro de la misma autora del cuadro anterior, que compara los distintos proyectos que se han presentado en la Legislatura. (Risas)


Pero volviendo al tema de la legitimación –más allá de que en lo personal pienso que en la Constitución de la Ciudad la cuestión ya está zanjada–, me parece que se podría discutir desde lo teórico, pero para volver atrás tendríamos que reformar la Constitución, si es que no estamos conformes con ella.

Me parece que no debiéramos perder el punto de la mira; no deberíamos perdernos en la discusión de estos temas que tienen que ver ora con la legitimación, ora con encorsetar a los jueces. Pareciera que el problema no es terminar con las arbitrariedades o ilegitimidades manifiestas, sino con cómo hacer para que nadie pueda denunciarlas o que los jueces no puedan terminar con ellas.


Creo que equivocamos la esencia de la acción de amparo y no debemos consentir actuaciones claramente ilegítimas e inconstitucionales. Si nos escondemos detrás de esta carencia de legitimación, o les decimos a los jueces que aún cuando lo adviertan no pueden hacer nada, estaríamos llevando casi a letra muerta la Constitución de la Ciudad.

Sra. Asistente.- Quizá la propuesta de la autora del proyecto de analizar esto dentro del marco del Código Contencioso Administrativo y Tributario y no de una Ley de Amparo, evitaría ampliar el debate hacia otras cuestiones y salirse así de lo procesal.

Sr. Lodeiro Martínez.- Es una posibilidad que no se tiene que descartar de antemano.


Igualmente –y quizá esto no lo pueda decir mi amigo Fernando porque es juez–, si saliese una ley que fuese restrictiva, serían los mismos jueces los que la analizarían. Y si uno ve cuál es la jurisprudencia del fuero en casi seis años, va a tener una idea de que, seguramente, determinadas cosas no van a pasar por ese filtro.

Sra. Asistente.- Acá estamos participando y desde la Asociación tratamos de que todo el mundo pueda participar. 

Se pudo hacer esto de otra manera, pero la verdad es que no me disgusta y me parece que es interesante. Si hay algo que después, llegado el caso, hay que resolver, se resolverá. Pero el espíritu del proyecto es no tocar el Artículo 14 de la Constitución, porque está clarísimo y hay mucha jurisprudencia sobre esto.


Lo que me interesa es que la participación sea real, donde todos podamos opinar y que no termine en el “siga participando” de las tapitas de las botellas. El tema es cómo lograr que esto se escuche, se trate y se analice.

De ninguna forma se nos pasó por la cabeza que este sea “el proyecto”, al que los legisladores no puedan ni agregarle ni una coma. Obviamente, los encargados de hacer la ley son los que están aquí. Pero como por suerte tenemos una Constitución que desde su Artículo 1º establece que la democracia es participativa y a partir de allí se mueve, a nosotros nos pareció que ésta era una oportunidad.


Ahora bien, ¿qué es lo que vamos a hacer? En primer lugar, propusimos esta jornada. Y aquí no solamente se dijo que se quería producir el debate, sino que se comprometían –para eso se convocó a los taquígrafos–, para que esto sirviera para hacer un proyecto una ley.

Además, se comprometieron también a ayudar en su tratamiento. La verdad es que me parece interesante la postura de la Comisión de Asuntos Constitucionales.


La lucha por los derechos es permanente, de todos los días: hay que seguir y estar alertas. Cada uno propone lo que mejor le parece, respetando la tarea del legislador.

- Varios participantes hablan a la vez fuera de micrófono.

Sra. Menéndez.- Me parece que el tema de la discusión lo podemos seguir charlando sin ningún problema. Es un tema divertido y veremos qué resulta. Sin embargo, el 106 está y veremos adónde llegamos.

- Varios participantes hablan a la vez fuera de micrófono.

Sra. Menéndez.- Un poco de orden, por favor.

Sr. Asistente.– Yo quiero decir algo que tiene que ver con el funcionamiento de la Legislatura. Me parece que no debería sentirse miedo de la ley. Los procesos legislativos tienen que ver con esto. Uno no tiene que tener temor. La ley se puede modificar y depende siempre de los actores circunstanciales que el pueblo coloca en esta casa.

Cuando yo estaba en la Comisión de Asuntos Constitucionales, vi miedo de algunos sectores cuando discutíamos la Ley de Unión Civil, la Ley General de Procuración y otras tantas leyes. Siempre hay algún disparador de no contención, de desacuerdo. Por eso, cuando arranqué, expuse la situación anterior. Me parece que sí hay que fijar líneas muy finas de coincidencia donde tiene que estar focalizado el campo de lo que se debe trabajar en términos de esta ley. A partir de ahí, si hay acuerdo, no hay que meterse porque va a ser para peor. Yo creo que es factible focalizar ese ámbito desde la Legislatura si se aprovechan racional e inteligentemente los mecanismos de participación que están reglamentados.

Finalización

Sra. Menéndez.- Si nadie tiene nada más que decir, vamos cerrando el panel del día de hoy.

Tengo la obligación de invitarlos para mañana a partir de las 17 al tercer y cuarto panel, que van a estar muy interesantes. Vamos a hablar de la experiencia en los Tribunales de la Ciudad y de amparo colectivo. No pudimos evitar el tema de la legitimación y del amparo colectivo desde el primer momento porque, evidentemente es algo que nos supera, que nos atrae y de lo que tenemos muchísimas ganas de hablar.

Gracias y hasta mañana.

- Es la hora 20 y 24.

Gabriel Barcia

      Revisor

